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La presente investigación tiene como propósito establecer qué tipo de 
repercusiones se producen en la esfera de la independencia judicial cuando se aplica la 
figura del error inexcusable, así como analizar la funcionalidad del error inexcusable en 
Ecuador; este objetivo general se desarrolla en cada uno de los capítulos y subtemas que 
se encuentran desplegados en la presente tesis. 
Mediante el presente trabajo se realiza un análisis de la figura del error 
inexcusable, sus definiciones, variantes, orígenes a través de un estudio que parte de la 
necesidad de determinar su naturaleza jurídica, así como establecer la competencia del 
órgano que debería determinar su sanción y analizar si dicha infracción es proporcional 
a la sanción que actualmente se encuentra prevista en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano. 
A través de parámetros objetivos, lógicos y racionales, el presente trabajo 
pretende concluir si la aplicación del error inexcusable afecta a la independencia 
judicial; de esta forma se pretende observar y analizar la funcionalidad de dicha figura 
jurídica que fue implantada en el sistema jurídico ecuatoriano desde el año 2009 y que 
hasta la fecha ha dado una serie de cuestionamientos en los diferentes foros. 
Los principales temas que se abordan en esta tesis son: la naturaleza jurídica del 
error inexcusable, la determinación de su existencia, su fundamento constitucional y 
legal, la pertinencia y el organismo regulador de dicha conducta, si existe 
proporcionalidad entre la infracción por error inexcusable con la pena previa por la 
legislación ecuatoriana y la independencia judicial frente al error inexcusable; temas 
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El 20 de octubre de 2008 se publicó en el registro oficial una nueva Constitución 
de la República, conocida también como la de Montecristi; esta Constitución, en 
comparación de otras, comprende en su estructura una nueva serie de caracteres que 
redefinen la estructura del Estado y de sus poderes; principalmente, el que es materia 
del presente estudio: la Función Judicial. 
Estos cambios produjeron un nuevo paradigma, en el cual se dio un giro radical 
al rol que debe desempeñar el juez; se establecieron y describieron como principios de 
optimización un extenso catálogo de derechos y de garantías que permitían –al menos 
en su interpretación literal- dotar de mayores capacidades al juez, a fin de que cuide, 
proteja y garantice los derechos de los ciudadanos. 
Este nuevo enfoque precisa que el juez –en su rol- asuma su papel de garante de 
los derechos que se encuentran reconocidos en nuestra norma suprema. En la 
Constitución de 2008 se realza la separación técnica de los principios de la 
administración de justicia con los de la Función Judicial, ello obedece al énfasis que se 
da a la justicia como derecho fundamental, relievando el papel y rol del juez como 
creador del derecho y garante de los derechos fundamentales.1 
Pero esta nueva orientación no solamente produjo cambios respecto del rol de los 
jueces, sino que también de su máximo órgano administrativo, esto es, el Consejo de la 
Judicatura, cuyas atribuciones se vieron modificadas y reforzadas tras la aprobación del 
referéndum y consulta popular del 7 de mayo de 2011, cuyas preguntas sometidas a 
consulta popular se relacionaban con el funcionamiento de la administración de 
justicia.2 
                                                     
1 Santiago Andrade Ubidia, “La Función Judicial en la vigente Constitución de la República”, en La 
nueva Constitución del Ecuador: Estado, derechos e instituciones (Quito, Santiago Andrade, Agustín 
Grijalva, Claudia Storini edit., Universidad Andina Simón Bolívar, Sede Ecuador, 2009), 247. 
2 La pregunta número cuatro señalaba: ¿Está usted de acuerdo en sustituir el actual Pleno del Consejo de 
la Judicatura por un Consejo de la Judicatura de Transición, conformado por tres miembros designados, 
uno por la Función Ejecutiva, uno por la Función Legislativa y uno por la Función de Transparencia y 
Control Social, para que en el plazo improrrogable de 18 meses, ejerza las competencias del Consejo de 
la Judicatura y reestructure la Función Judicial, ENMENDANDO LA CONSTITUCIÓN COMO LO 
ESTABLECE EL ANEXO 4? Anexo 4.- El artículo 20 del Régimen de Transición dirá: "Art. 20.- Se 
disuelve el actual Pleno del Consejo de la Judicatura; en su reemplazo se crea un Consejo de la Judicatura 
de Transición, conformado por tres delegados designados y sus respectivos alternos: uno por el Presidente 
de la República, uno por la Asamblea Nacional y uno por la Función de Transparencia y Control Social; 
todos los delegados y sus alternos estarán sometidos a juicio político. Este Consejo de la Judicatura 
transitorio tendrá todas las facultades establecidas en la Constitución, así como las dispuestas en el 




Mediante la aprobación de dicho referéndum y consulta popular se dio paso para 
la instalación de un Consejo de la Judicatura de transición, con el objeto que transforme 
el sistema judicial, contando para cuyo efecto con un tiempo de dieciocho meses, a 
través de un marco de actuación de seis ejes estratégicos: (1) talento humano; (2) 
modelo de gestión; (3) infraestructura civil; (4) infraestructura tecnológica; (5) 
cooperación interinstitucional; y, (6) gestión financiera equitativa.3 
De esta forma el Consejo de la Judicatura se erigió materialmente como un 
órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función Judicial,4 en 
tal razón quedó como el órgano encargado de corregir disciplinariamente las 
actuaciones de los funcionarios bajo su control. 
                                                                                                                                                         
Código Orgánico de la Función Judicial, y ejercerán sus funciones por un período improrrogable de 18 
meses. El Consejo de la Judicatura definitivo se conformará mediante el procedimiento establecido en el 
artículo 179 de la Constitución enmendada. El Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
asegurará que los miembros del nuevo Consejo de la Judicatura estén designados antes de concluidos los 
18 meses de funciones del Consejo de la Judicatura de transición. Queda sin efecto el concurso de méritos 
y oposición que lleva a cabo el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social para la designación 
de los nuevos vocales del Consejo de la Judicatura. Suprímase la Disposición Transitoria Primera del 
Código Orgánico de la Función Judicial."; mientras que la quinta señalaba: ¿Está usted de acuerdo en 
modificar la composición del Consejo de la Judicatura, enmendando la Constitución y reformando el 
Código Orgánico de la Función Judicial, COMO LO ESTABLECE EL ANEXO 5. Anexo 5 Enmiéndese 
la Constitución de la República del Ecuador de la siguiente manera: Los artículos 179 y 181 de la 
Constitución de la República dirán: "Art. 179.- El Consejo de la Judicatura se integrará por 5 delegados y 
sus respectivos suplentes, quienes serán elegidos mediante ternas enviadas por el Presidente de la Corte 
Nacional de Justicia, cuyo representante lo presidirá; por el Fiscal General del Estado, por el Defensor 
Público, por la Función Ejecutiva y por la Asamblea Nacional. Los delegados mencionados en el inciso 
anterior serán elegidos por el Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, a través de un 
proceso público de escrutinio con veeduría y posibilidad de una impugnación ciudadana. El 
procedimiento, plazos y demás elementos del proceso serán determinados por el Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social. Los miembros del Consejo de la Judicatura, tanto titulares como suplentes, 
durarán en el ejercicio de sus funciones 6 años. El Consejo de la Judicatura rendirá su informe anual ante 
la Asamblea Nacional, que podrá fiscalizar y juzgar a sus miembros". "Art. 181.- Serán funciones del 
Consejo de la Judicatura, además de las que determine la ley: 1. Definir y ejecutar las políticas para el 
mejoramiento y modernización del sistema judicial. 2. Conocer y aprobar la proforma presupuestaria de 
la Función Judicial, con excepción de los órganos autónomos. 3. Dirigir los procesos de selección de 
jueces y demás servidores de la Función Judicial, así como, su evaluación, ascensos y sanción. Todos los 
procesos serán públicos y las decisiones motivadas. 4. Administrar la carrera y la profesionalización 
judicial, y organizar y gestionar escuelas de formación y capacitación judicial. 5. Velar por la 
transparencia y eficiencia de la Función Judicial. Las decisiones del Consejo de la Judicatura se tomarán 
por mayoría simple."  […] 6.- El numeral 7 del artículo 109 dirá: "...7. Intervenir en las causas que debe 
actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable; ..." 7.- 
El numeral 7 del artículo 217 elimínese las palabras "comisiones especializadas". 8.- En el artículo 255 
agréguese como numeral 3, lo siguiente: "...3. Manifiesta inoperancia en el cumplimiento de sus 
funciones; […]". Consejo Nacional Electoral, Resultados del referéndum y consulta popular 2011. 
Registro Oficial 490 Suplemento 1, de 13 de julio de 2011, accedido 20 de marzo de 2016, 
http://www.funcionjudicial.gob.ec/www/pdf/baselegal/Consulta%20Popular%20y%20Referendum.PDF. 
3 Consejo de la Judicatura, ¡Cumplimos! Rendición de cuentas julio 2011 – enero 2013, Quito, 26 de 
enero de 2013, 11. 
4 Aunque como veremos adelante esta descripción y facultades datan de mucho antes de la Constitución 
de 2008. 




Tanto el principio de independencia judicial como el de responsabilidad se 
encuentran contemplados en la Constitución de la República; así, el numeral primero 
del artículo 168 de la Constitución de la República prescribe que los órganos de la 
Función Judicial gozan de independencia interna y externa y que la violación de este 
principio conlleva responsabilidad administrativa, civil y penal de acuerdo con la ley; 
mientras que el principio de responsabilidad, prescrito en el artículo 233 ibídem, 
establece que ningún funcionario público se encuentra exento de responsabilidad por 
sus actos u omisiones. Estos dos principios también se encuentran desarrollados en el 
Código Orgánico de la Función Judicial, cuerpo normativo que tipifica los títulos de 
imputación por responsabilidad de los servidores judiciales, así como recalca el 
principio de independencia judicial. 
El 9 de marzo de 2009 entró en vigencia y se promulgó el Código Orgánico de la 
Función Judicial5 (en adelante COFJ), cuerpo normativo en el que se introdujeron una 
serie de normas tendientes al control y ordenamiento del Poder Judicial, entre las cuales 
se implantó, inter alia, como causal de sanción administrativa la figura del error 
inexcusable. 
El error inexcusable se encuentra descrito en el artículo 109 numeral 7 del COFJ, 
conjuntamente con otros comportamientos que imputan responsabilidad como lo son: 
las actuaciones dolosas y las actuaciones negligentes o culposas. Actualmente, tras la 
reforma de 2011 en la que se incluyó a los jueces como sujetos activos del error 
inexcusable, el texto literal del artículo en mención es el siguiente: 
 
Art. 109.- INFRACCIONES GRAVÍSIMAS.- A la servidora o al servidor de la Función 
Judicial se le impondrá sanción de destitución, por las siguientes infracciones: (…) 7. 
Intervenir en las causas que debe actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, 
manifiesta negligencia o error inexcusable. 
 
De la meridiana lectura del artículo citado, se puede colegir una distinción entre 
los diferentes títulos de imputación como: el dolo, la manifiesta negligencia o el error 
inexcusable, pues, de su interpretación literal se concluye al menos la eventual 
autonomía entre unos y otros. El Consejo de la Judicatura6 ha sostenido que estas tres 
                                                     
5 Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial, Suplemento, No. 544, 09 de marzo 
de 2009. 
6 Ecuador Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente No. MOT-702-UCD-012-MAC, 07 de marzo de 
2013. 




causales, si bien son autónomas pueden coexistir unas con otras,7 es decir, no son 
excluyentes, sino que incluso pueden llegar a ser concurrentes.  
Conforme se verá posteriormente, esta descripción normativa –como causal 
sancionatoria- aparentemente se encontraría en colisión con el principio de 
independencia judicial, ya que eventualmente, en este tipo de procedimientos 
administrativos  -bajo el título de imputación de error inexcusable- se han revisado las 
actuaciones jurisdiccionales, situación que llevó en un determinado momento a que la 
Veeduría Internacional para la Reforma de la Función Judicial del Ecuador8 dirija 
fuertes críticas al respecto. 
La Constitución de la República9 en su artículo 168 numeral 1 consagra y 
garantiza el principio de independencia judicial tanto externa como interna, 
contemplando que la violación de este principio conlleva responsabilidades tanto 
administrativas, como civiles y penales de acuerdo con la ley. 
La independencia judicial se concibe en una doble dimensión, la orgánico-
institucional o independencia externa que refiere a la función judicial frente a los demás 
poderes del Estado, y la orgánico-funcional o independencia interna que puntualiza 
acerca de la actividad de los tribunales y jueces frente a otros jueces o entes de la misma 
función judicial. 
El poder judicial constituye uno de los elementos fundamentales dentro de todo 
Estado democrático y se enarbola como el punto de equilibrio y estabilidad entre los 
demás poderes del Estado, ya que de éste depende el control del abuso arbitrario del 
poder.  
Por ello es que la independencia judicial constituye uno de los elementos 
fundamentales dentro de un Estado democrático de derechos y justicia; sin embargo, 
para su realización, la independencia debe estar dotada de una serie de garantías y 
resguardos para su cumplimiento y respeto.  
                                                     
7 Luis Pásara, “La independencia judicial en la reformar de la justicia ecuatoriana”, accedido 06 de enero 
de 2016, pág. 53, http://www.dplf.org/sites/default/files/indjud_ecuador_resumenejecutivo_esp.pdf. 
8 Baltasar Garzón et al., “Informe final de la Veeduría Internacional para la Reforma de la Función 
Judicial del Ecuador” Quito, Diciembre de 2012, accedido 06 de febrero de 2016,  
http://www.cpccs.gob.ec/docs/estadoveeduria/28-4.pdf. 
9 Ecuador, Constitución de la República del Ecuador, Registro Oficial No. 449, 20 octubre de 2008. 




Empero, en contraparte, la independencia judicial no puede, ni debe entenderse, 
como un estado de anarquía dentro de la función judicial,10 pues como lo sostiene 
Cristina Víquez Cerdas, la independencia judicial no es un privilegio de los jueces, ni 
del poder estatal, sino un derecho de los ciudadanos y una garantía del correcto 
funcionamiento del Estado constitucional y democrático de Derecho.11 
Ninguno de los principios que se encuentran consagrados en nuestra carta 
fundamental son absolutos; cada uno de ellos comprende una limitación. En efecto, 
tanto el principio de independencia judicial como el de responsabilidad, ejercido a 




















                                                     
10 Santiago Andrade Ubidia, Independencia judicial y estado de derecho en Temas de derecho 
constitucional (Quito, Ediciones Legales EDLE S.A., 2003), 294. Véase también: Andrade Ubidia, “La 
Función Judicial en la vigente Constitución de la República”, en La nueva Constitución del Ecuador: 
Estado, derechos e instituciones, 248-249. 
11 Cristina Víquez Cerdas, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y 
civil del juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos, Ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza 
Escalante (Costa Rica: Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2003), 1181. 











































Conceptualizar el error inexcusable y definir su naturaleza jurídica es un trabajo 
altamente complejo, sea por las características que presenta el problema planteado, 
como por las implicaciones que éste actualmente reviste en su puesta en práctica e 
interpretación. En este primer acápite se estudiará y analizará una breve noción y se 
realizará un acercamiento a su conceptualización, teniendo en consideración algunas 
aristas como la aparente distinción de esta figura con el error judicial, para finalmente 
establecer la configuración y naturaleza jurídica del error inexcusable del modo que lo 
plantea la legislación ecuatoriana. 
 
 
BREVE NOCIÓN Y ACERCAMIENTO A SU CONCEPTO 
 
Como se había indicado ut supra, el 9 de marzo de 2009 entró en vigencia el 
Código Orgánico de la Función Judicial;12 cuerpo normativo que regula la actividad de 
la Función Judicial, y en la cual se introdujo, entre otros, la figura del error inexcusable 
como causal de responsabilidad administrativa. 
Esta figura de novísima aplicación no tiene antecedentes en la legislación 
ecuatoriana, por el contrario, el desarrollo del régimen de responsabilidad 
administrativa por parte de los servidores judiciales –usualmente- se ha visto marcado 
por la carencia de normas que regulen dichas actividades,13 a tal punto que, la ex Corte 
                                                     
12 Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial, Suplemento 544, 09 de marzo de 
2009. 
13 La derogada Ley Orgánica de la Función Judicial en su Art. 10 establecía tres tipos de prohibiciones 
generales para los administradores de justicia, siendo estos el manifestar su opinión anticipada, ser 
síndicos o depositarios de las cosas litigiosas y ausentarse del lugar de su residencia ordinaria, sin licencia 
previa del superior de acuerdo a la ley y el reglamento; dicha norma establecía la competencia para 
nombrar o remover a los ministros de las  Cortes Superiores, así como destituir a jueces, funcionarios y 




Suprema de Justicia,14 en un determinado momento, tuvo que resolver con carácter de 
obligatorio sobre su propia competencia y el procedimiento para ejercer la facultad 
sancionadora a los funcionarios judiciales que se encontraban incursos en las causales 
establecidas en la derogada Ley Orgánica de la Función Judicial.15 
La Constitución de la República en su artículo 178 deja muy en claro que el 
Consejo de la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y 
disciplina de la Función Judicial; esta redacción se ha mantenido en forma similar a 
partir de la Ley No. 20 que Reformaba la Constitución Política de 197816 en la que se 
incluyó como un órgano de la Función Jurisdiccional al Consejo de la Judicatura con el 
objeto de ser el ente de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la Función 
Judicial. Luego de dos consultas en referéndum popular respecto a si el Consejo 
Nacional de la Judicatura debía o no ser el órgano de gobierno de la Función Judicial17 -
que obtuvieron finalmente un resultado positivo- estas atribuciones se han establecido 
con regularidad en las diferentes Constituciones, hasta la actual.18 
Ahora bien, el artículo 109.7 del COFJ, luego de su publicación original tuvo 
una modificación en cuanto a uno de los sujetos activos de la infracción, realizada en el 
año 2011 mediante una ley reformatoria,19 en la que se incluyó a los jueces como 
sujetos del error inexcusable, quedando actualmente configurado el error inexcusable 
como una infracción gravísima, que debe ser sancionada por el Consejo de la 
Judicatura, cuya pena administrativa es la destitución20.  
El texto anteriormente transcrito, prima facie, permite deducir varios elementos 
y tipos que constituyen la infracción, entre estos: los sujetos, el verbo rector o conducta, 
el objeto material y el bien jurídico que protege. 
                                                                                                                                                         
empleados de la Función Judicial por mala conducta notoria o faltas graves en el cumplimiento de sus 
deberes o abandono del cargo por más de ocho días. 
14 Ecuador, Corte Suprema de Justicia. Registro Oficial 182, 02 de Octubre de 2003. 
15 Ecuador, Ley Orgánica de la Función Judicial, Decreto Supremo 891, Registro Oficial 636, 11 de 
septiembre de 1974. 
16 Ecuador, Ley No. 20 Reformatoria a la Constitución Política de la República, Registro Oficial, 
Suplemento 93, 21 de diciembre de 1992 
17 Santiago Andrade Ubidia, “La constitución política y la administración de justicia”, en La estructura 
constitucional del estado ecuatoriano (Quito: Corporación Editora Nacional, 2004), 254. 
18Ibíd. 219. 
19 Ecuador, Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Función Judicial, Registro Oficial, Suplemento 
490, 13 de julio de 2011. 
20 Art. 109.- INFRACCIONES GRAVÍSIMAS.- A la servidora o al servidor de la Función Judicial se le 
impondrá sanción de destitución, por las siguientes infracciones: (…) 7. Intervenir en las causas que debe 
actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable. 
 




Los sujetos de la relación jurídica procesal pueden ser activos o pasivos; los 
primeros, es decir, los sujetos activos de la infracción constituyen: jueces, fiscales o 
defensores públicos; y los sujetos pasivos, a pesar de no encontrarse definidos en forma 
explícita en dicha norma, pero de acuerdo con una interpretación contextual de las 
normas de nuestro ordenamiento jurídico, son: la administración pública o el 
administrado21, esto último dependerá del tipo de legitimado que hubiese, ya que el 
procedimiento administrativo se puede promover de oficio o a petición de parte 
interesada. 
En lo referente al verbo rector de la infracción se establecen dos verbos: el 
intervenir y el actuar, sin que se pueda diferenciar cuál de estos describe la actuación u 
omisión, por lo que esta descripción es deficiente; estos a su vez configuran tres clases 
de conductas: (1) dolosas, (2) manifiestamente negligentes y (3) por error inexcusable. 
Para efectos de este trabajo se analizará puntualmente esta última, sin perjuicio de tener 
que hacer alusión a las dos primeras, a fin poder complementar el análisis en el presente 
estudio. 
Con relación al objeto material, es evidente que estas infracciones pueden 
materializarse dentro de una actuación jurisdiccional; mientras que el bien jurídico que 
se pretende proteger es la eficiente y correcta administración de justicia. Por último, en 
cuanto al elemento normativo, la descripción de error inexcusable –como se analizará- 
no tiene una calificación normativa, sino valorativa, es decir, que el juez o funcionario 
al que le corresponda determinar el error judicial debe realizar una interpretación 
                                                     
21 Ecuador, Código Orgánico de la Función Judicial, Art. 113: “Ejercicio De La Acción.- La acción 
disciplinaria se ejercerá de oficio, o por queja o denuncia.  Podrán presentar queja: La Presidenta o el 
Presidente de la República, la Presidenta o el Presidente de la Asamblea Nacional; la Presidenta o el 
Presidente del Consejo de Participación Ciudadana y Control Social; la Contralora o el Contralor 
General del Estado; la Procuradora o el Procurador General del Estado; la Presidenta o el Presidente y 
los demás vocales del Consejo de la Judicatura; las primeras autoridades de los órganos autónomos; las 
juezas y jueces de la Corte Nacional de Justicia así como las conjuezas y los conjueces de la misma; y las 
juezas y jueces de las cortes provinciales, tribunales penales y juzgados de primer nivel; el Comandante 
General y los jefes de unidades de la Policía Nacional; y, la Auditora o el Auditor Interno. 
Podrá presentar denuncia escrita, cualquier persona natural o jurídica, grupo de personas, pueblo o 
nacionalidad, que tenga interés directo en un juicio o servicio solicitado. Presentada la denuncia se 
reconocerá la firma ante el funcionario encargado de tramitarla. (…)”. 
Sobre este tema, véase también lo establecido en el artículo 60 del Reglamento para el Ejercicio de la 
Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura expedido mediante resolución 029-2015 del Pleno del 
Consejo de la Judicatura y publicado en el Registro Oficial, Suplemento 455 del 10 de marzo de 2015 que 
establece como sujetos activos del procedimiento administrativo a los siguientes: (a) La Directora o 
Director Provincial del Consejo de la Judicatura; y, (b) el Pleno del Consejo de la Judicatura en caso de 
apelación. 
 




valorativa de lo que es el error inexcusable, puesto que en la norma no se describen sus 
características o requisitos. 
Conforme se ha señalado, si bien el objeto central del presente estudio versa 
sobre el error inexcusable, la descripción del artículo en análisis señala tres conductas 
que pueden ser cometidas por parte de los sujetos activos dentro de sus actuaciones 
jurisdiccionales, siendo estas el dolo, la manifiesta negligencia o el error inexcusable; 
elementos que, como se había señalado y a criterio del órgano administrativo de la 
Función Judicial,22 si bien son autónomas, pueden coexistir unas con otras.23  
Sin embargo, cabe señalar que el Dr. Gustavo Jalkh Röben,24 ha sido manifiesto 
en separar autónomamente estas tres conductas al afirmar que: luego de dejarse de lado 
el interés sobre el dolo y la negligencia manifiesta, el error judicial es el acto contrario 
a disposición expresa que causa gravamen, y es inexcusable porque nadie con mínima 
formación jurídica para administrar justicia podría justificar el incumplimiento de (la) 
norma jurídica.25 
A más de ello cabe tener en cuenta que, ante la posible coexistencia en el 
juzgamiento de causales, el numeral 5 del artículo 76 de la Constitución de la República 
establece que en caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se debe aplicar la menos rigurosa, aun 
cuando su promulgación sea posterior a la infracción y que en caso de duda sobre una 
norma que contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona 
infractora. De modo que, debería aplicarse esta norma constitucional cuando 
aparentemente coexistan estas tres conductas, más aun considerando la diferencia que 
existe entre un acto doloso, uno culposo y el error inexcusable. 
La legislación ecuatoriana no establece26 ni determina de forma clara y diáfana 
lo que es o lo que se debe entender por error inexcusable; ni qué tipo de elementos 
                                                     
22 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente No. MOT-702-UCD-012-MAC, 07 de marzo 
de 2013. 
23 Luis Pásara, “La independencia judicial en la reformar de la justicia ecuatoriana”, 53. 
24 Quien ejercía funciones como Presidente del Consejo de la Judicatura. 
25 Ecuador, Consejo de la Judicatura, Gustavo Jalkh Röben, Presidente del Consejo de la Judicatura, 
OFICIO-PRC-AS-2014-351, 31 de enero de 2014, accedido el 02 de octubre de 2016,   
http://www.funcionjudicial.gob.ec/www/pdf/jueces/Respuesta%20del%20Consejo%20de%20la%20Judic
atura%20a%20Human%20Rights%20Watch.pdf. 
26 Tampoco es recomendable que se dé una conceptualización en la legislación de la figura del error 
inexcusable, sin embargo, para efectos de delimitar su campo de acción, creo que sería conveniente 
establecer los elementos configurativos del mismo, como –en el caso del error judicial- ocurre en la 
legislación colombiana; véase, por ejemplo, en el caso colombiano el artículo 71 de la Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia, Ley 270 de 1996, publicada en el Diario Oficial, No. 42.725 (15 de marzo 




conforman dicha figura jurídica, lo que deja un amplio margen de interpretación, 
valoración y discrecionalidad al momento de su determinación y aplicación. 
Por ello, es necesario delimitar jurídicamente los contornos del error inexcusable 
partiendo de conceptos básicos para posteriormente realizar un acercamiento conceptual 
que nos sirva como base para el desarrollo de la presente investigación. El hecho de que 
dentro de la legislación no existe una delimitación clara de éste concepto, lo que ha 
ocasionado interpretaciones ambiguas, permitiendo de esta forma se divague mucho 
sobre este tema. 
El error -generalmente- es un concepto equivocado,27 yerro, incorrección o 
inexactitud sobre un hecho o como un juicio inexacto o falso, una discordancia entre las 
ideas y la naturaleza de las cosas, es decir, a fin de cuentas es lo contrario a la verdad, 
mientras que lo inexcusable es lo carente de excusa o justificación, algo imperdonable.28  
El error implícitamente va ligado al concepto de equivocación o inexactitud 
sobre un determinado asunto. La ignorancia puede ser la causa o motivo del error y 
aquello implica ausencia o escasez de conocimientos que puede conducir a un 
razonamiento equivocado29. El error puede ser excusable o inexcusable; la diferencia 
entre estos radica en la justificación que se pueda dar entre una u otra situación; así lo 
inexcusable es aquello que carece de justificación o es imperdonable30. 
Para determinar y realizar una aproximación al concepto del error inexcusable, 
tomaré como referentes conceptuales comunes varias resoluciones del Pleno del 
Consejo de la Judicatura, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, algunos 
referentes de la Corte Nacional de Justicia y varios elementos extraídos de la doctrina 
que trata sobre el error judicial. 
                                                                                                                                                         
de 1996), en que la que se determina los siguientes presupuesto y presunción de dolo o culpa grave del 
funcionario judicial: (1) la violación de normas de derecho sustancial o procesal, determinada por error 
inexcusable; (2) el pronunciamiento de una decisión cualquier, restrictiva de la libertad física de las 
personas, por fuera de los cosas expresamente previstos en la ley o sin la debida motivación (3) la 
negativa arbitraria o incumplimiento injustificado de los términos previstos por la ley procesal para el 
ejercicio de la función de administrar justicia o la realización de actos propios de su oficio, salvo que 
hubiere podido evitarse el perjuicio con el empleo de recurso de la parte que dejó de interponer. 
27 Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, accedido 02 de octubre de 2016, 
http://dle.rae.es/?id=G47B9qL. 
28 Guillermo Cabanellas, Diccionario de ciencias jurídicas (Buenos Aires: Editorial Heliasta S.R.L., 
2012), 369; véase también la resolución emitida por el Pleno del Consejo de la Judicatura, dentro del 
expediente Disciplinario Of-912-ECD-013-AS, 14 de octubre de 2014 (Judicatura vs Benjamín Pineda 
Cordero), 6. 
29 Juan Carlos Hitters, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación (Buenos Aires, Librería 
Editora Platense S.R.L., 1984), 216 
30 Cabanellas, Diccionario de ciencias jurídicas, 483 




El Pleno del Consejo de la Judicatura, en varios expedientes disciplinarios ha 
conceptualizado –en mayor o menor grado- el error inexcusable, bajo los siguientes 
razonamientos que cito: 
 
Según lo descrito en el Diccionario Jurídico de Cabanellas se entiende como “Error” la 
“Equivocación, yerro, desacierto. Concepto equivocado. Juicio inexacto o falso. 
Oposición, disconformidad o discordancia entre nuestras ideas y la naturaleza de las 
cosas. Lo contrario de la verdad (…) Acción inconveniente, perjudicial o desacertada 
(…)” y define “Inexcusable” como “Carente de excusa o justificación” Imperdonable. 
De cumplimiento absolutamente obligatorio”, señalándose que la figura del error 
inexcusable es el “yerro o desacierto o concepto equivocado que carece de excusa o 
justificación y que resultaría imperdonable.31 
 
Es preciso indicar que cuando hablamos de “error inexcusable”, nos estamos refiriendo 
a la notoria ineptitud o descuido, al momento de administrar justicia32 por parte del 
servidor judicial33 (…) es aquel no susceptible de interpretaciones jurídicas aceptables, 
                                                     
31 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura. Expediente Disciplinario No. D-0879-UCD-2013-PM. 
Quito, 20 de diciembre de 2013, a las 11h01. 
32 Nótese, por ejemplo, que en esta conceptualización el error inexcusable se concentra única y 
exclusivamente en la facultad de administrar justicia; permitiendo con ello que el sujeto de la relación 
jurídico procesal sea reservado exclusivamente al juez, quien tiene dicha potestad. 
33 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-142-
UCD-012-PM. Quito, 14 de marzo de 2012, a las 17h36. Accedido 09 de octubre de 2016,  
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2012-0142P.pdf. En este caso trata de una acción de 
protección propuesta en contra de una resolución administrativa tomada el 30 de abril de 2001 en la que 
se resolvió separar a un miembro de la Policía Nacional por abandonar su trabajo por más del tiempo que 
establecía el Reglamento vigente a la época; resolución que fue revocada por haber sido declarada dicha 
acción constitucional con lugar tanto en primera como en segunda instancia. La ratio del Pleno del 
Consejo de la Judicatura de Transición de fundamentó en que dicha resolución debió –en la época en la 
que se dictó- ser impugnado por el medio adecuado vigente a dicho tiempo, es decir, mediante una acción 
contencioso administrativa y no haberse interpuesto la acción constitucional de protección, esto de 
acuerdo a lo que establece el numeral 4 del artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional. El caso resulta curioso, pues se da inicio al proceso bajo la acusación de haber 
cometido la infracción disciplinaria establecida en el numeral 8 del artículo 108 del COFJ, esto es, por no 
haber fundamentado debidamente sus actos administrativos, resoluciones o sentencias, según corresponda 
o en general en la substanciación  y resolución de las causas, haber violado los derechos constitucionales 
en la forma prevista en los artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de la República y se concluye 
sancionado por otra infracción, esto es, por error inexcusable. 
Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-620-
UCD-011-PM. Portoviejo 27 de marzo de 2012, a las 16h11, accedido el 09 de octubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0620P.pdf. 
Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-046-
UCD-012-MEP. Quito, 21 de marzo de 2012, las 13h20, accedido el 09 de cotubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2012-0046P.pdf. 
Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-146-
UCD-012-PM. Quito, 14 de marzo de 2012, las 17h38, accedido el 09 de octubre de 2016,  
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2012-0146P.pdf. 
Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-179-
UCD-012-MEP. Quito, 21 de marzo de 2012, las 18h05, accedido el 09 de octubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2012-0179P.pdf. 
Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-316-
UCD—011-PM (DPRL—014-10-AR). Quito, 26 de agosto de 2011, las 13h55, accedido el 09 de octubre 
de 2016, http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0316P.pdf. 




como podría ser el del operador de justicia que se separe de toda interpretación 
admisible, de acuerdo con las reglas de la lógica y de la argumentación jurídica (…).34 
 
Por otra parte, el error judicial, en sentido estricto se produce exclusivamente cuando 
éste se comete en un acto formal de la administración de justicia. Este error puede ser de 
iure o de facto. El de iure se produce cuando el operador de justicia de manera arbitraria 
se aparta de las reglas que para el efecto se establecen en los ordenamientos jurídicos, o 
bien, cuando dicta su resolución contraviniendo, de cualquier forma, una o varias 
normas vigentes (…) cuando no aplicaron (sic) normas jurídicas y precedentes 
jurisprudenciales obligatorios35. El error de facto se produce cuando el juzgador cambia 
equivocadamente los hechos materia de la Litis, o altera cualquier otro hecho 
relacionado con las actuaciones del juicio.36 
 
Por interpretaciones sistemáticas y teleológicas del ordenamiento jurídico 
realizadas por el Pleno del Consejo de la Judicatura, también se han establecido como 
parámetros para el juzgamiento del error inexcusable la violación del derecho al debido 
proceso y a la tutela judicial efectiva37. Se ha señalado que: 
 
“(…) cuando los servidores de la función judicial que sustanciaron causas violando el derecho 
al debido proceso, caen en manifiesto error inexcusable; y por lo tanto pueden ser sancionados 
por la infracción gravísima, señalada en el artículo 109, numeral 7 del Código Orgánico de la 
Función Judicial38; 
 
(…) La actividad de las servidoras y servidores judiciales, particularmente de las juezas y 
jueces, se encuentra regida por normas, tanto permisivas como imperativas, orientadas a 
garantizar una recta, transparente y eficiente administración de justicia. En este sentido, el 
Código Orgánico de la Función Judicial en el artículo 129 impone como deberes de todas las 
juezas y jueces, entre otros, los siguientes: (…) 1. Aplicar la norma constitucional y la de los 
instrumentos internaciones de derechos humanos por sobre los preceptos legales contrarios a 
                                                     
34 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura. Expediente Disciplinario No. D-0879-UCD-2013-PM. 
Quito, 20 de diciembre de 2013, a las 11h01. 
35 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-193-
UCD-010-CS (OF-05-2010). Quito, 18 de agosto de 2011, a las 13h08, accedido el 09 de octubre de 
2016, http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2010-0193P.pdf. Los elementos fácticos del 
caso se concretaban a la admisión y sentencia emitida dentro de un juicio ordinario por nulidad de dos 
sentencias emitidas dentro de procesos ejecutivos; hecho que fue revisado por la Sala de la Corte 
Provincial del Carchi y declarado la nulidad del proceso por la incorrección del trámite y la declaratoria 
judicial de error inexcusable. 
36 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-515-
UCD-011-MAC (001-DPN-CJ011). Quito, 25 de enero de 2012, las 18h20, accedido el 09 de octubre de 
2016, http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0515P.pdf. En este caso se trató de una 
acción de protección, sobre cuya resolución negativa fue propuesto un recurso de apelación, el cual fue 
negado por el juez aduciendo haber sido presentado de forma extemporánea, cuando este fue presentado a 
tiempo y así como por haber negado el recurso de hecho sobre la negativa de concesión del recurso de 
apelación. 
37 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. MOT-642-
UCD-011-PM (DPRL—013-2011-JJ). Quito, 27 de octubre de 2011, las 18h20, accedido el 09 de octubre 
de 2016, http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0642P.pdf.  
38 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. A-556-UCD-
011-PM (DG-570-2010-M). Guayaquil, 9 de febrero de 2012, a las 14h25, accedido el 09 de octubre de 
2016, http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0556A.pdf.  




ella; 2. Administrar justicia aplicando la norma jurídica pertinente; 5.1.2- Adicional a los 
deberes de las juezas y jueces (…) tenemos la Tutela Judicial Efectiva que constituye un 
“derecho de las personas que el Estado protege, y no un derecho del Estado que la persona 
protege”39, el cual se encuentra consagrado en el artículo 75 de la Constitución de la República 
(…) 5.1.3- El derecho a la tutela judicial efectiva está constituido por a) el acceso a la 
administración de justicia; b) la respuesta motivada y justa de ella a través de una resolución 
oportuna; y, c) la ejecución de ésta en forma integral e inmediata40. El Dr. Miguel Hernández 
Terán al momento de referirse a la Tutela Judicial Efectiva nos dice:  
 
Si bien la tutela judicial comprende la respuesta sobre la pretensión, no debe pensarse que esa 
respuesta necesariamente debe ser favorable al derecho o interés legítimo ejercido. El rechazo 
motivado y justo de lo que se pretendió es también expresión de tutela judicial efectiva. Y habrá 
violación a dicha tutela: si el juez no decide sobre todo lo que pidió, si no amplía la resolución 
incompleta, si no aclara la resolución oscura, cuando ante la acción infundada sucumbe dándole 
la razón. La tutela judicial efectiva exige certeza en la decisión de fondo, por eso el error 
judicial quiebra esa tutela, y por eso la ignorancia de la Ley es un factor de afectación de la 
tutela judicial efectiva.41 
 
Algunos de estos criterios, se encuentran contenidos en varias resoluciones, 
publicitadas en la página web del Consejo de la Judicatura,42 que en su mayor parte 
refieren a expedientes tramitados durante el periodo de Transición del Consejo de la 
Judicatura, sin que se pueda acceder a los actuales procesos tramitados por el Consejo 
de la Judicatura, pues a pesar de haber requerido información sobre los procedimientos 
sustanciados por error inexcusable, estos requerimientos fueron negados de acuerdo a la 
documentación adjunta43 y que consta en anexos; empero, las resoluciones, al menos de 
la etapa de transición, que se mantienen en el portal web antes indicado, establecen 
algunos parámetros que se aplicaron para la sanción del error inexcusable, siendo los 
siguientes: 
 
• Por actos u omisiones en la tramitación de una causa que fueren capaces de 
provocar la declaratoria de nulidad de un proceso judicial, lo que constituye una 
vulneración del derecho al debido proceso, en los términos establecidos en los 
artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de la República, por inaplicación de normas 
                                                     
39 Miguel Hernández Terán, La tutela judicial efectiva como instrumento esencial de la democracia 
(Guayaquil: Offset Graba, 2005), 21. 
40 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura. Expediente Disciplinario No. MOT-763-UCD-011-NA 
(OF-DG-361-2011-M). Quito, 20 de diciembre de 2011, las 18h55, accedido el 09 de octubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0763P.pdf.  
41 Hernández Terán, “La tutela judicial efectiva como instrumento esencial de la democracia” 30. 
42 Ecuador Consejo de la Judicatura, accedido el 10 de octubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/. 
43 Adjunto en anexo a la presente investigación el oficio CJ-SG-C-2015-466, suscrito en Quito el 30 de 
abril del 2015 por el Dr. Andrés Segovia Salcedo, quien en referencia a mi oficio No. 0037-CCSC.SC-
2015 del 24 de abril de 2015, me comunica la negativa de concesión de los expedientes por error 
inexcusable que se han seguido en el Consejo de la Judicatura. 




que, en razón de su competencia y jerarquía normativa, se presentan como 
obligatorias. 
• Arrogación de funciones que no le son propias a su cargo y a su materia. 
• Proceder a la ejecución de un acto judicial que no se encuentra ejecutoriado.44 
• Las acciones de protección proceden únicamente cuando no existe, en el 
ordenamiento jurídico, una vía procesal efectiva, ante la justicia ordinaria. Al haber 
dado un trámite distinto al propio del visto bueno, el juez sumariado vulnere 
derechos fundamentales relativos al debido proceso. 
• El servidor judicial que tramitare una acción de protección y resolviere 
favorablemente, cuando el tema de fondo corresponda a asuntos de mera 
legalidad.45 
• Decisiones adoptadas en contra de norma jurídica expresa, legítima, pertinente o en 
base de interpretaciones irrazonables.46 
• Inobservancia de norma adjetiva expresa, cuando existe una norma procesal que le 
obliga a realizar actos procesales y ésta no es acatada. 
• Detención arbitraria, cuando el juez o jueza que, a sabiendas que se habría 
producido la caducidad de la medida cautelar de prisión preventiva, no lo hiciere y 
mantuviere al imputado inconstitucionalmente privado de su libertad. 
• La autoridad que se pronunciare, más de una vez sobre el asunto de fondo de la 
causa. 
• Toda jueza o juez que se pronunciare o tramitare una causa, cuyo ámbito de 
competencia corresponda a otra autoridad jurisdiccional. 
                                                     
44 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. A-557-UCD-
11-MAC (DPM-114-2010). Quito, 18 de octubre de 2011, 9h45, accedido el 09 de octubre de 2016, 
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0557A.pdf. El caso versa sobre la ejecución de 
un pago, cuando la providencia que disponía aquello, aún no se encontraba ejecutoriada. 
45 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente Disciplinario No. A-320-UCD-
011-PM (OF-DG-105-2011-S), accedido 09 de octubre de 2016,  
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2011-0320A.pdf. El caso trata sobre una acción de 
protección respecto de varios contrato suscritos con el Ministerio de Vivienda que se declararon 
unilateralmente terminados por dicho ente; el Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición en su ratio 
observa que los sumariados no observaron que no exista otro mecanismo de defensa judicial adecuado y 
eficaz para proteger el derecho violado y que se permitió por los sumariados se resuelva un asunto de 
mera legalidad en materia constitucional.  
46 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura. Expediente Disciplinario No. MOT 086-UCD-012-MEP. 
Portoviejo, 27 de marzo de 2012, las 16h08 accedido 09 de octubre de 2016,  
http://app.funcionjudicial.gob.ec/ucd/Resoluciones/2012-0086P.pdf.El caso consiste en la declaratoria de 
abandono de un juicio relativo a menores de edad, lo cual, de acuerdo al artículo 381 del Código de 
Procedimiento Civil, vigente a la época, se encontraba expresamente prohibido. 




• Garantías jurisdiccionales: la autoridad jurisdiccional que admitiese a trámite una 
acción constitucional, presentada por asuntos de mera legalidad, cuya tutela 
efectiva corresponda a la justicia ordinaria. 
• Garantías jurisdiccionales: incurre en error inexcusable la jueza o juez que, en 
virtud de una acción de protección ordene la reparación integral de derechos que 
aún no han sido adquiridos por el accionante, por tratarse de meras expectativas. 
• Inaplicación de normas esenciales para la solución del caso: la inaplicación 
arbitraria de normas que, en razón de su pertinencia y jerarquía normativa, se 
presentan como esenciales para la solución de la causa. 
• Medidas cautelares: la jueza o juez que dentro de una acción constitucional de 
medidas cautelares se pronunciare sobre el fondo del asunto; la o el juez que dicte 
medidas cautelares, determinará su tiempo de vigencia y los órganos o personas 
obligadas a cumplir disposiciones judiciales, so pena de incurrir en un error 
inexcusable, por cuanto por su propia naturaleza, las medidas cautelares no pueden 
tener el carácter de permanentes. 
 
En virtud de tales consideraciones, se puede sostener que el Consejo de la 
Judicatura ha dado acogida a la interpretación de Jaime Marroquín Zaleta47, quien -al 
hablar sobre el error inexcusable- señala que éste implica aludir a una notoria ineptitud 
o descuido al momento de administrar justicia por parte del servidor judicial48. 
Sin embargo, como lo sostiene el citado autor49, para tener fundamento en la 
característica de notoria ineptitud tiene que valorarse y tomar en cuenta diferentes 
particularidades que giran en torno al funcionario sujeto al procedimiento como los 
antecedentes personales, profesionales y laborales del mismo, su nivel de preparación, 
honorabilidad, experiencia, antigüedad, carga procesal, entre otros factores, sean 
internos o externos, que pudiesen llegar a afectar la actividad del funcionario. 
Las circunstancias anteriormente señaladas también son recogidas por el Código 
Orgánico de la Función Judicial, que en su artículo 110, establece las circunstancias 
constitutivas que se deben calificar en una infracción disciplinaria susceptible de 
                                                     
47 Jaime Marroquín Zaleta, El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad administrativa, 
(México D.F.: Suprema Corte de Justicia de la Nación, primera edición, 2001), accedido el 09 de octubre 
de 2016, pág.10, http://www.corteidh.or.cr/tablas/20518.pdf. 
48 Ecuador, Consejo de la Judicatura. Pleno del Consejo de la Judicatura de Transición. Expediente 
Disciplinario MOT-642-UCD-011-PM (DPLR-013-2011-JJ), Quito, 27 de octubre de 2011, las 18h20. 
49 Marroquín Zaleta, “El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad administrativa” 10. 




suspensión o destitución (que se entiende son comunes para los comportamientos 
dolosos o culposos que se sancionan conjuntamente con el error inexcusable), siendo 
estas: la naturaleza de la falta, el grado de participación, la reiteración o no de la falta, 
tratarse de acumulación o no de faltas, los resultados dañosos que hubiesen ocasionado, 
y otros elementos atenuantes o agravantes. 
Por otra parte, también se ha señalado que el error inexcusable es aquel que no es 
susceptible de interpretaciones jurídicas aceptables, de acuerdo a las reglas de la lógica 
y de la argumentación jurídica.50 
El Pleno del Consejo de la Judicatura –acogiendo varios criterios sobre el error 
judicial- ha señalado que por su naturaleza este es atribuible al juzgador más que a 
cualquier otro servidor judicial y que éste, en sentido estricto, se produce cuando se lo 
comete en un acto formal de administración de justicia, por lo que es necesario que una 
norma legítima que contenga una obligación clara, inequívoca y prescriptiva, sea 
abiertamente contrariada, sin motivar dicho desacato.51 
En este sentido, las resoluciones emitidas por la autoridad administrativa del 
órgano judicial, por una parte, parecerían prescindir de los otros sujetos de la infracción, 
como son los fiscales y defensores públicos, para aplicarla únicamente con relación a la 
actividad jurisdiccional del juez. Esto es entendible, pues finalmente el juzgador cumple 
la función de director del proceso a través del cual controla preponderantemente la 
actividad de los otros sujetos de la infracción, esto es, tanto del defensor público como 
del fiscal, empero aquello no implica una exclusión de dichos funcionarios del 
cumplimiento de sus obligaciones.  
La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) en el 
caso Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, respecto del error inexcusable, en su párrafo 
34 señaló –en referencia a la doctrina del Tribunal Supremo de Justicia de la República 
Bolivariana de Venezuela52- que, el error inexcusable es aquel que no puede justificarse 
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de marzo de 2012. 
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estudio. 




por criterios jurídicos razonables y el error es injustificable cuando la magnitud de la 
gravedad es considerable, como por ejemplo: cuando se embarga una plaza pública.53 
Ahora bien, dentro de la doctrina y varios estudios y ensayos también 
encontramos varios conceptos sobre lo que es el error judicial. 
El error judicial, doctrinariamente, es concebido como una equivocación 
cometida culposamente54, como una decisión injusta, no maliciosa debido a un 
insuficiente conocimiento de los hechos o de las normas aplicables, con independencia 
que el mismo hubiera, técnicamente, de atribuirse a ignorancia excusable, simple 
imprudencia o caso fortuito55, que puede ser provocada por un conocimiento 
equivocado.56 
Para Jaime Marroquín Zaleta, el error judicial en su naturaleza resulta ser la 
oposición o disconformidad entre las ideas propias de una persona con la realidad, 
siendo a final de cuentas un acto no intencional;57 mientras que para Valeriano 
Hernández es la equivocación crasa y palmaria que adquiere firmeza, que no ha sido 
provocada por el perjudicado y ha causado daños efectivos, evaluables económicamente 
e individualizados.58 
Por su parte, Jorge Malem Seña ha señalado que para que exista un error judicial 
debe haber, según el sistema jurídico de referencia, una o más respuestas correctas 
respecto de un caso, por ende, la decisión judicial calificada como errónea no ha de 
poder subsumirse en ninguna de esas posibles respuestas correctas, lo que implica la 
existencia de la violación de los límites que establece el sistema jurídico mediante un 
                                                     
53 Corte IDH, “Sentencia de 5 de agosto de 2008 (Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas)”, 
Caso Apitz y otros vs. Venezuela, 5 de agosto de 2008, párr. 34, 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_182_esp.pdf. 
54 Marroquín Zaleta, “El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad administrativa”, pág. 
7,  sostiene que el error judicial “es una equivocación crasa, cometida culposamente por un juez, 
magistrado o grupo de magistrados, que causa daño significativo” 
55 Bueno Arus, La responsabilidad estatal por errores judiciales en Estudios penales y penitenciarios 
(Madrid: Instituto de Criminología de la Universidad Complutense, 1981), 95; quien señala al error 
judicial como “la actuación o decisión judicialmente injusta, no maliciosa, debida a un insuficiente 
conocimiento de los hechos o de las normas aplicables, con independencia que el mismo hubiera, 
técnicamente, de atribuirse a ignorancia excusable, simple imprudencia o caso fortuito. 
56 Vicente Guzmán Fluja, El derecho de indemnización por el funcionamiento de la administración de 
justicia, (Valencia, Tirant Lo Blanch, 1994), 152. 
57 Marroquín Zaleta, “El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad administrativa”, 13. 
58 Valeriano Hernández Martin, El error judicial, procedimiento para su declaración e indemnización 
(Madrid: Civitas, 1994), 81; véase también: Guzmán Fluja, “El derecho de indemnización por el 
funcionamiento de la administración de justicia”, 56. 




acto arbitrario.59 Empero, como lo señala Javier Ezquiaga, previo a calificar la 
existencia del error judicial, primero se debe analizar el caso, partiendo de una 
distinción entre casos fáciles y difíciles.60 
Concuerda este último autor con Valeriano Hernández Martin en que, de acuerdo 
con la jurisprudencia española, el error judicial para que dé lugar a una indemnización 
debe satisfacer las siguientes condiciones:  
 
a) Debe surgir de una decisión jurisdiccional, en cualquiera de sus formas. No puede 
circunscribirse, pues, únicamente a las sentencias; b) Los sujetos activos deben ser, en 
consecuencia, jueces y magistrados, sean titulares o suplentes, o personas que ejerzan 
sus funciones en virtud de las distintas relaciones de servicio con la Administración de 
Justicia; c) Los errores han de ser crasos, patentes y manifiestos. Así ocurre respecto de 
los enunciados fácticos de las decisiones judiciales. Estos errores deben mostrarse como 
indubitables frente a un simple examen empírico de las actuaciones judiciales. En el 
caso de los errores de materia de derecho, la decisión judicial ha de conducir a un 
resultado absurdo e ilógico. Esto supone que las decisiones judiciales simplemente 
desacertadas no pueden ser consideradas como casos de error judicial indemnizable. Ni 
la mera revocación o anulación de una resolución judicial implica por sí sola el derecho 
a indemnización; d) La responsabilidad indemnizatoria a la que da lugar el error judicial 
es puramente objetiva, no es necesario pues que el juez o magistrado haya actuado con 
dolo o culpa; e) Sí se requiere, en cambio, que la parte supuestamente afectada por un 
error judicial no se haya comportado de manera dolosa o culposa. Ya tampoco daría 
lugar a una indemnización un caso de error judicial debido a fuerza mayor; f) Para que 
haya derecho a indemnización por causa de error judicial es necesario la acreditación de 
un daño efectivo, individualizable y económicamente evaluable. Y ha de ser una 
relación de causalidad entre el error judicial y el daño ocasionado; y, g) Finalmente, en 
España se exige que la declaración de error judicial la realice mediante sentencie el 
Tribunal Supremo y que se hubieran agotado previamente todos los recursos existentes 
para el supuesto damnificado.61 
 
Ahora bien, cabe determinar si el error inexcusable es o no un acto intencional, 
pues para algunos autores como Jaime Marroquín Zaleta, constantemente citado en las 
resoluciones del pleno del Consejo de la Judicatura de Transición, este es un acto no 
intencional, conforme se lo describe en líneas anteriores. Pues bien, en efecto, el error 
inexcusable necesariamente se concibe como un acto no intencional pues este es 
atribuible, en esencia, a la falta de conocimientos del funcionario judicial, e incluso a 
factores externos que lo pueden llevar a cometer dicho error inexcusable; empero, 
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aquello no excluye la posibilidad que el operador de justicia pueda hacerlo 
intencionalmente, para aquello cabe la posibilidad, de igual forma, de la sanción 
administrativo que implica la destitución del funcionario judicial, no obstante de la 
responsabilidad penal que aquello genere.  
En este punto, previo a concluir sobre la naturaleza de la figura en estudio, cabe 
advertir un punto de inflexión y preguntarse si existe alguna diferencia entre el error 
judicial con el error inexcusable, puesto que en muchas de las resoluciones adoptadas 
por el órgano administrativo de la Función Judicial y como hemos visto también en la 
doctrina, se ha hecho referencia a la noción del error judicial. 
Tanto el error judicial como el error inexcusable comparten un mismo principio 
en el que se sustentan, este es el principio responsabilidad. Vanesa Aguirre Guzmán 
señala que, ciertamente es difícil definir lo que debería entenderse por error 
inexcusable, siendo tal que algunos autores lo han calificado como una noción del error 
judicial de la cual se deriva.62 
En efecto, si nos acogemos a toda la argumentación que ha sido vertida para el 
efecto en los sumarios administrativos sustanciados por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura, ella parte de elementos y nociones que hacen referencia al error judicial y no 
única o exclusivamente al error inexcusable como causa de responsabilidad 
administrativa. 
En la Constitución de la República se establece, como un título de imputación63 
y de responsabilidad objetiva del Estado al error judicial, mismo que por su naturaleza, 
no implica generalmente ser inexcusable, sino que, por su propia naturaleza y conforme 
se ha indicado ut supra es concebido como una equivocación culposa, atribuible a 
ignorancia excusable, un acto no intencional; es decir, un comportamiento negligente o 
culposo. Empero, verificado objetivamente dicho error, el Estado está obligado a 
reparar a los ciudadanos afectados por errores judiciales, siendo la responsabilidad 
objetiva, es decir, sin miramientos a actos cometidos de forma dolosa o culposa. 
Según lo señala Vicente Guzmán Fluja, el error judicial es un título de 
imputación específico y privativo de la responsabilidad estatal derivada de la actividad 
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de administrar justicia, por cuanto esta actividad implica un desarrollo especifico de la 
Función Judicial, realizado a través de la actividad monopólica del Estado de 
administrar justicia que recae en dicha función.64 
De modo que, podría sostenerse que entre estos dos conceptos existe una 
relación género-especie, siendo el error judicial el género y el error inexcusable la 
especie. En consecuencia, el error inexcusable contiene determinadas particularidades 
que le dan una connotación diferente sin excluirlo de la noción lata del error judicial. Es 
decir, existen varias características entre ambas figuras que son asimilables e 
igualitarias, compartiendo ciertas características comunes, tales como ser una modalidad 
de funcionamiento anormal de la administración de justicia,65 y en consecuencia, se 
configuran generalmente como una equivocación frente a una determinada realidad; sin 
embargo, la diferencia entre estas dos radica en el tipo de responsabilidad66 y en la 
conducta que se establece en nuestra legislación para cada caso. Para que exista 
responsabilidad es preciso que la acción u omisión sea antijurídica, aunque ésta consista 
en el principio general de no causar daño a otro en las relaciones entre particulares.67 
Por lo que, mientras el error judicial se produce con independencia de una 
conducta negligente o dolosa y que depende únicamente de la circunstancia de haberse 
inferido un daño que se reputa antijurídico; el error inexcusable, a pesar de la defectuosa 
redacción del artículo que contiene su descripción, necesariamente se llega a producir 
por una conducta negligente o culposa e incluso dolosa por parte del infractor. Empero 
aquello conllevaría que, independientemente de si se comete error judicial o error 
inexcusable, de todas maneras el Estado sea responsable objetivamente por dichos actos 
considerados como tales. 
Analizada la norma que contiene la descripción de la causal de responsabilidad 
por error inexcusable, puede concluirse que se trata de un concepto jurídico 
indeterminado; la descripción de esta figura se encuentra defectuosamente elaborada y 
si se realiza una interpretación literal y semántica de dicha norma, nos conduce a un 
absurdo, pues esta redacción no distingue como elementos integradores de la infracción 
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a la culpa y/o al dolo, sino que por el contrario aparentemente los aparta y los trata 
como si se tratasen de actuaciones autónomas. 
La oración que describe la infracción contempla tres conductas diferentes en un 
mismo tipo, esto es, el ser cometidas “con dolo, manifiesta negligencia o error 
inexcusable”; esta descripción lejos de encontrarse formada por una expresión 
copulativa, vinculada a través de la conjunción “y” que demostraría unión entre 
conductas, contiene una expresión disyuntiva “o” que implica una opción o alternativa 
diferente, separando de esa forma al dolo y a la manifiesta negligencia del error 
inexcusable, configurándose entonces esta última figura como independiente de las 
otras dos conductas. 
Si bien el principio de tipicidad no impide que puedan utilizarse conceptos 
indeterminados o cláusulas valorativas, como lo señala Orlando Álvarez Arias, esto no 
debe devenir en un amplio margen de interpretación discrecional.68 
El principio de legalidad es un elemento inherente al Estado de Derechos y de 
Justicia que implica el sometimiento de los órganos de los poderes públicos a la 
constitución y la ley, pues, lo que se busca es erradicar la arbitrariedad mediante el 
establecimiento de parámetros de control de las actividades; uno de los elementos del 
principio de legalidad lo forma la noción de ley formal o lex stricta que tiene dos 
justificaciones, la primera que implica que la legitimidad del poder procede de la 
voluntad comunitaria, cuya expresión típica es la ley, y la segunda que implica que toda 
actuación singular del poder debe estar amparada en una ley previa. Todo ello se 
traduce en la sumisión de todas las entidades del Estado a reglas jurídicas o normas 
preestablecidas.69 
Esta sumisión tiene un enfoque positivo y otro negativo. El enfoque negativo 
implica que la administración no puede actuar sino conforme a las facultades que le 
confiere la ley, mientras que el enfoque positivo implica que no puede existir ningún 
poder jurídico que no sea el desarrollo de una atribución normativa previa, que se funde 
a partir de la norma fundamental.70 
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Existen, por ende, dos elementos que deben ser analizados a la luz del principio 
de legalidad, el primero: la ley previa o lex previa con la que se pretende lograr una 
seguridad jurídica que permita al ciudadano conocer a qué atenerse frente a una 
determinada conducta; y, el segundo: la lex certa que exige al ordenamiento jurídico 
prexistente un mayor grado de precisión.71  
Ahora bien, para efectos del presente estudio, dada la defectuosa definición 
contenida en nuestra legislación, se comprenderá como error inexcusable aquel 
configurado inicialmente en la Ley Orgánica del Poder Judicial (de España)72 y 
desarrollado en las resoluciones del Tribunal Supremo Español73, por lo que, se 
entenderá que el error judicial se ha efectuado cuando, aunque sin intención, se hubiese 
dictado una providencia manifiestamente contraria a la ley o si se hubiera faltado a 
algún trámite o solemnidad, mandado a ser observado por la misma bajo pena de 
nulidad.74 
De ahí que, el Tribunal Supremo Español, respecto del error inexcusable, haya 
llegado a determinar lo siguiente: 
1. La negligencia o ignorancia debe derivarse de una actuación claramente dolosa o 
culposa del Juez o Magistrado, lo que se dará́ cuando se haya procedido con infracción 
manifiesta de una ley sustantiva o procesal, o faltando a algún trámite o solemnidad 
mandado observar bajo pena de nulidad (STS de 23 septiembre 199453).  
2. La negligencia o ignorancia ha de ser manifiesta para que sea cohonestarle con la 
«voluntad negligente o la ignorancia inexcusable», pues de otra suerte solamente podría 
conceptuarse como simple «error judicial» (STS de 20 enero 1972, 23 diciembre 1988, 
23 septiembre 1994 y 9 febrero 1999).  
3. Debe haberse producido una infracción de una norma de las denominadas “rígidas” 
(imperativas) o “no flexibles”. Así́ pues, para considerar que se ha infringido un 
precepto ha de establecerse en él en una concreta y determinada forma de actuar -
rigidez-, pero cuando su fijación ha de acomodarse a las circunstancias subjetivas y 
objetivas del procedimiento, ponderadas por el Juez o Magistrado -flexibilidad- el fallo 
podría constituir, si acaso y todo lo más, un error judicial pero nunca una negligencia o 
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ignorancia inexcusables aparejadoras de actuación culposa o dolosa de quien interpretó 
la norma (STS de 23 diciembre 1988).  
4. A la hora de determinar la existencia del comportamiento culposo deben tenerse en 
cuenta ex artículo 1104 CC las diversas circunstancias y condiciones en que se 
desempeña la función judicial en relación con el sistema jerárquico de recursos, la labor 
unificadora de la jurisprudencia, el margen de error o desacierto inevitable en una 
actividad de esta naturaleza (que exige desechar como fundamento de la responsabilidad 
la divergencia entre la sentencia a la que se impute el daño –aun cuando sea 
desacertada– y el criterio extraído de las opiniones del demandante o de otras 
resoluciones judiciales o antecedentes doctrinales de otra naturaleza: STS de 13 
septiembre 2000), los remedios reconocidos por el ordenamiento jurídico para 
enmendar estos desaciertos, la preparación y situación profesional del juez o magistrado 
y la carga de trabajo a que se encuentra sometido (STS de 20 diciembre 2006).  
5. La existencia de un perjuicio económico efectivo, evaluable y susceptible de ser 
individualizado (STS de 20 diciembre 2006).  
6. El daño o perjuicio económico no debe poder ser reparado de otra forma, lo que 
implica que las reclamaciones formuladas no pueden prosperar sin el agotamiento de los 
remedios hábiles para revisar la resolución a la que se imputa el perjuicio (STS de 7 
febrero 2006 y 20 diciembre 2006).  
7. Finalmente, debe probarse la existencia de una relación de causalidad directa e 
inmediata entre la acción u omisión, productoras del daño o perjuicio y el resultado.75  
 
Sin embargo y en conclusión, por todo lo anotado, a pesar de ser evidente la 
deficiente descripción de la norma que prescribe al error inexcusable en Ecuador, esta 
figura, comprendida adecuadamente, se configura o se constituye como un desacierto o 
equivoco injustificable, irrazonable e ilógico de un mandato normativo que tiene una 
sola interpretación o hecho claro e inconfundible que no es susceptible de subsumirse 
mediante interpretaciones racionales; por lo tanto, para que exista error inexcusable se 
deben verificar los siguientes requisitos: 
 
• Debe ser un error craso, extraordinario y patente, que sea totalmente absurdo, 
ilógico e incompatible con todo raciocinio derivado de un sentimiento de rectitud. 
• Debe haberse vulnerado un mandato o hecho claro, expreso e inconfundible, por 
ende, si es un caso que puede tener una o más respuestas correctas, la decisión no 
podría subsumirse en cualquiera de esas decisiones o interpretaciones correctas. 
• La decisión que contenga el error inexcusable debe encontrarse en firme y 
ejecutoriada, es decir que no pueda ser modificada o alterada. 
• Debe haber provocado daños. 
• No debe existir otro mecanismo de reparación o de revisión76. 
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• Deben considerarse las circunstancias externas e internas que provocaron la 
actuación, como por ejemplo, la carga procesal, la reincidencia, la experiencia, el 
sujeto que provoca la actuación77, la aptitud de un juez normal de acuerdo con las 
características propias de la cultura jurídica78, los principios y conocimientos 
básicos del derecho79, si se trata de un caso de difícil o fácil solución, entre otros. 
 
El objeto de la sanción por error inexcusable forma parte de la estructura 
orgánica de la depuración en la administración de justicia de los malos funcionarios que 
la conforman; y esto es entendible, tal como está estructurado el sistema de la carrera 
judicial, a diferencia de otros sistemas, por la designación al cargo de un juez, fiscal o 
defensor público que está sujeto a un procedimiento concursal de méritos y oposición,80 
en el cual, de acuerdo al grado de conocimientos, experiencia y otros factores, el 
participante pasa, luego de varios filtros, a formar parte de la escuela de la Función 
Judicial, para posteriormente y en caso de ser meritorio, ser designado como juez, 
defensor público o fiscal. 
En consecuencia, debería señalarse que la naturaleza jurídica del error 
inexcusable es el error judicial, pero que se distingue de aquel –y en tal medida gana 
autonomía- por constituir un elemento depurador de los funcionarios deficientes que 
forman parte de la Función Judicial, debiendo recalcarse que esta infracción afecta 
únicamente a los jueces, fiscales y defensores públicos. 
 
                                                                                                                                                         
76 Si bien para determinar la existencia de error inexcusable, como causal grave -que implica la 
destitución- deben determinarse varios requisitos, frente a las constantes equivocaciones que pueden 
cometer los funcionarios judiciales y el administrador de justicia en el ejercicio de sus funciones, existe la 
posibilidad que dichos errores excusables y las falencias cometidas, sean remitidas a la Dirección de 
Talento Humano del Consejo de la Judicatura con el propósito de remediar mediante la constante 
formación, capacitación e instrucción e incluso dicha información debería servir como referente del 
personal para futuros procesos de selección de personal o como forma de afectación del desempeño del 
funcionario. 
77 Jorge Malem Seña, Javier Ezquiaga Ganuzas, Perfecto Andrés Ibañez, El error judicial. La formación 
de los jueces (Madrid: Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 2009), 39. 
78Álvarez Arias, “Responsabilidad disciplinaria de los jueces” 95. 
79 Se alude a la especialidad, por cuanto el error inexcusable debe tener tal magnitud que debe 
comprometer la idoneidad y la capacidad profesional del administrador de justicia pues este no puede 
abarcar cualquier tipo de conocimientos especializados, sino únicamente de aquellos básicos e 
indispensables para el ejercicio de cualquier actividad jurisdiccional. Sobre el tema véase: Álvarez Arias, 
“Responsabilidad disciplinaria de los jueces”, 293. 
80 La aplicación de la figura del error inexcusable me lleva a concluir que el sistema de elección de jueces 
tiene varias deficiencias, pues el solo hecho del alto grado e índice de la aplicación de esta figura jurídica 
conllevaría implícitamente la aceptación que se han cometido graves errores y falencias en la elección de 
dichos funcionarios judiciales. 





¿EN QUÉ CASOS EXISTE EL ERROR INEXCUSABLE? 
 
Con esta breve distinción entre error judicial y error inexcusable es necesario 
determinar, cuáles son los casos en los que se puede llegar a concluir que se ha 
incurrido en dicho error inexcusable. 
Existen algunos autores que, con relación a la clasificación del error judicial, han 
preferido realizar una distinción entre los errores de hecho y los de derecho,81 dicha 
distinción ha sido acogida en varios expedientes por parte del Consejo de la Judicatura 
en los cuales, respecto al error judicial, se ha señalado que éste se comete en un acto 
formal y materialmente jurisdiccional y que éste a su vez puede ser de iure o de facto.82 
El primero de ellos, esto es, el error de iure se produce cuando el juzgador se 
aparta considerablemente de las reglas que para el efecto establece el ordenamiento 
jurídico o cuando se contravienen normas jurídicas; mientras que el de facto se produce 
cuando se cambian o modifican los hechos materia de la litis o se altera cualquier otro 
hecho relacionado con las actuaciones del juicio.83 
Sin embargo, resulta apropiado –para realizar un análisis pertinente y ajustado a 
la figura en análisis- partir de la distinción y división entre los errores de procedimiento 
(in procedendo) y los de juzgamiento84 (in iudicando), pues los errores se circunscriben 
a todas las actuaciones jurisdiccionales y no únicamente a la sentencia. A más de ello se 
debe considerar que no solamente el juzgador está sujeto a esta sanción, sino que 
también toman partida, como sujetos activos, los fiscales y defensores públicos; 
asimismo es menester abordar el tema desde esta distinción por cuanto el error de iure y 
de facto se circunscriben y forman parte del error in iudicando, siendo necesario 
estudiar también los errores in procedendo, dado que el error, dentro del presente 
estudio, ha sido y está siendo considerado como un defecto del acto.85  
                                                     
81 Guzmán Fluja, “El derecho de indemnización por el funcionamiento de la administración de justicia” 
156-162; también véase: Marroquín Zaleta, “El error judicial inexcusable como causa de responsabilidad 
administrativa”, 17. 
82 Ecuador, Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. D-0879-UCD-2013-PM, MOT-620-
UCD-011-PM. 
83 Ecuador, Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. MOT-620-UCD-011-PM 
84 Entre los cuales, conforme se señalará en líneas posteriores, contiene al error de hecho y de derecho. 
85 El Pleno del Consejo de la Judicatura, dentro de sus resoluciones de forma tácita acoge esta distinción, 
pues describe tanto a procedimientos administrativos de juzgamiento de vicios en el procedimiento, como 
es el caso de los actos que provocan nulidad por violación al trámite y al debido proceso, por arrogación 
de funciones, por ejecución de actos no ejecutoriados, por inobservancia de la ley procesal, por detención 




Estos elementos serán útiles a efectos de analizar los mismos de acuerdo con 
varias resoluciones que ha tomado el Consejo de la Judicatura como órgano 
administrativo facultado para determinar la existencia del error inexcusable. 
Ahora bien, más allá de que esta figura jurídica tenga varios sujetos activos que 
pueden ser imputables (jueces, fiscales y defensores públicos), esta tesis abarcará con 
mayor amplitud la situación de los jueces, sin menospreciar a los otros sujetos activos 
que, a través de sus actuaciones, puedan incurrir en el cometimiento de esta causal; 
pero, de acuerdo con Hernando Devis Echandía, el rol del juez es dirigir el proceso y 
encargarse de tomar la decisión de los asuntos que son puestos en su conocimiento86 y 
por ello son estos –a fin de cuentas– quienes bajo su poder de imperium deben 
resguardar y garantizar la independencia judicial como las actuaciones de los auxiliares 
de la justicia. 
Los jueces, desde el punto de vista técnico, tienen encomendado los siguientes 
actos: a. los de gobierno procesal que son actos de carácter constitutivo, normativo o 
extintivo que se ejercitan en el proceso sin referirse al fondo del asunto, como en el caso 
de la prórroga de un término, y cuya omisión o defecto genera vicios in procedendo; y, 
b. los de composición procesal que sirven para resolver las peticiones o componen el 
litigio y que regulan el fondo del asunto y cuya omisión o defecto genera un vicio in 
iudicando. 
Se dice que existen errores in procedendo cuando el juez viola ciertas normas de 
derecho procesal destinadas a indicarle el modo de regular su conducta en el trámite de 
un procedimiento judicial, en tanto que un error in iudicando hace relación al desacato 
de reglas de derecho sustancial destinadas a ser aplicadas en la sentencia de fondo.87 
A pesar que estos dos tipos de errores son negativos en el proceso, existen 
autores que sostienen que el error in iudicando es más perjudicial que el error in 
procedendo, ya que, si bien ambos consisten en la inejecución de la ley, en el vicio in 
iudicando se comete un error de mayor gravedad por cuanto deja declarado eternamente 
                                                                                                                                                         
arbitraria en caducidad de prisión preventiva, de los errores de juzgamiento, como es el caso de las 
acciones de protección que sean propuestas como vía no efectiva, cuando se resuelva el tema de fondo un 
asunto de mera legalidad, cuando se resuelva en contra de norma expresa, cuando el pronunciamiento le 
compete a otro tribunal, cuando se inaplica normas esenciales para la resolución, cuando se ordena la 
reparación integral de meras expectativas o cuando las medidas cautelares constitucionales no tengan 
temporalidad; estos parámetros nos llevarán a concluir respecto de los límites del error inexcusable frente 
a la independencia judicial. 
86 Hernando Devis Echandía, Tratado de Derecho Procesal (Bogotá: Themis, 1961), 615. 
87 Juan Carlos Hitters, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación (Buenos Aires: Librería 
Editora Platense S.R.L., 2da edición, 1997), 217. 




en la sentencia con fuerza de cosa juzgada como voluntad de la ley, lo que en realidad la 
ley no ha generado.88 
 
 
ERRORES DE PROCEDIMIENTO O IN PROCEDENDO 
 
El proceso se constituye por una serie de actos de diversas clases con una 
finalidad común. Los actos procesales son actos jurídicos con relación al proceso que 
emanan de la voluntad de su autor y tienden a producir un efecto en la realidad jurídica 
procesal.89 
Tradicionalmente, los errores de procedimiento o in procedendo son aquellos 
que nacen de la inejecución de la ley procesal, en cuanto a la no ejecución de lo que la 
ley le impone o ejecución de lo que la ley prohíbe o se comporta de un modo diverso al 
que la ley prescribe.90 
Generalmente cuando se habla de errores de procedimiento, se alude a 
equivocaciones que se han cometido en la tramitación o sustanciación de un 
procedimiento91 como conjunto de actos concatenados, es decir, refiere a la violación de 
normas y reglas procesales cuya violación, finalmente, produce la nulidad de lo actuado, 
lo que permite que el acto procesal defectuoso que ha provocado en alguna forma 
indefensión y vulneración del derecho a la defensa y derechos constitucionales, sea 
reparado. 
En nuestra legislación, la violación de las normas procesales (sustanciales) causa 
la nulidad de las mismas, debiéndose por dicho hecho reponer el proceso hasta el estado 
antes de dicha violación.  
Según lo señala el artículo 107 del Código Orgánico General de Procesos,92 que 
a su vez replica en su totalidad (respetando las diferencias obvias entre ambos sistemas, 
                                                     
88 Ibíd., 218. 
89 Devis Echandía, “Tratado de Derecho Procesal Civil”, 531. 
90 Colombia, Corte Constitucional, “Sentencia C-252/01 M.P.”, Carlos Gaviria Díaz A.V. Manuel José 
Cepeda Espinosa S.V. Alfredo Beltrán Sierra y Álvaro Tafur Galvis, accedido el 09 de octubre de 2016, 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-998-04.htm#_ftn7. 
91 Autores como Fernando de la Rúa consideran que para aplicar una norma es preciso interpretarla y toda 
interpretación supone necesariamente un juicio, por tal, cualquier vicio jurídico, concibe dicho autor, es 
en definitiva un vicio in iudicando, véase sobre el tema: Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios 
y de la casación”, 228. 
92 Ecuador, Código Orgánico General de Procesos, Registro Oficial, Suplemento 506, 22 de mayo de 
2015. 




el escriturario y el oral) el contenido del derogado artículo 346 del Código de 
Procedimiento Civil, para todos los procesos son solemnidades sustanciales, cuya 
omisión genera la nulidad: la jurisdicción de quien conoce el juicio, la competencia, la 
legitimidad de personería, la citación del incoado, la falta de notificación a las 
audiencias y de la sentencia y la indebida conformación del tribunal con el número de 
juzgadores que la ley prescribe. A pesar de ser una enumeración taxativa, aquello no 
excluye la posibilidad de que, por otros motivos, como podrían ser las nulidades de 
orden constitucional, se pueda anular el proceso por los vicios que se han generado en la 
tramitación de la causa (siempre que se respeten al menos los principios de 
especificidad, convalidación y trascendencia).93 
Es necesario señalar que la Corte Constitucional determinó que la sola mención 
de la violación de algunas de las garantías del debido proceso obliga al órgano 
jurisdiccional a analizar dicha alegación, con el propósito de determinar nulidades 
implícitas que pueden ser declaradas de oficio, conforme lo siguiente: 
Las nulidades implícitas se encuentran entonces inherentemente ligadas al debido 
proceso, y por tal motivo podrían inclusive ser declaradas de oficio por el órgano 
judicial a cargo del juicio donde se produce la misma […] Es decir un pedido de nulidad 
implícita se vincula a las garantías del debido proceso y como derecho constitucional 
bastaría la sola mención de su eventual incumplimiento para que se genere un análisis 
de nulidad por parte del órgano judicial que tramita el asunto, el mismo que debe 
pronunciarse expresamente […] En definitiva, la justicia ordinaria no puede desatender 
los pedidos de nulidad que se presenten en sus despachos, aun cuando hayan emitido 
sentencia, pues se encuentran prohibidas de desatender un pedido tan gravitante como es 
uno relativo a la falta de notificación o exclusión del proceso –nulidad-, o dicho en otras 
palabras, dentro del sistema procesal, los jueces no pueden eludir su función de garantes 
primarios, en el cual la Corte Constitucional es garante extraordinario, por medio del 
acción extraordinaria de protección.94 
Sin embargo, no es objeto de la presente tesis analizar cada uno y detalladamente 
las causales que pueden dar lugar a la declaratoria de nulidad por vicios en el 
procedimiento, sino establecer un parámetro general que ayude a comprender la 
adecuada determinación del error inexcusable; empero cabe indicar que muchas de estas 
                                                     
93 Ejemplo de ello es la garantía contenida en el artículo 76 numeral 3 de la Constitución de la República, 
en cuya parte final y pertinente se establece: “[…] Sólo se podrá juzgar a una persona ante un juez o 
autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento”. 
94 Ecuador, Corte Constitucional, “Sentencia No. 214-12-SEP-CC”, Registro Oficial, Suplemento 743, 11 
de julio de 2012. 




causales han servido de fundamento para imponer sanciones por error inexcusable por 
parte del Consejo de la Judicatura.95 
Los errores del juez que ocasionan nulidad forman parte del grupo más amplio 
de los errores in procedendo, pero no se confunde con estos, porque no siempre causan 
nulidad; sin embargo, la causan, en cambio, la incompetencia, la incapacidad en el 
proceso, la mala representación y la falta de traslado de la demanda o de citaciones 
forzosas, la violación de la garantía constitucional del derecho a la defensa (fundamento 
esencial del debido proceso), la ausencia o indebida motivación, la inadecuación del 
procedimiento cuando ésta vulnere el derecho de defensa o la pretermisión grave de sus 
formas siempre que en ésta se afecte al derecho de defensa de alguna de las partes 
procesales. 
La nulidad para ser declarada como tal, debe encontrarse configurada –al 
menos– por dos principios: a) el de especificidad; y, b) el de trascendencia. El primero 
de ellos implica que dicho vicio debe estar contemplado como tal en una norma y el 
segundo, refiere a que sea de tanta importancia que el proceso no pueda cumplir su 
misión, sea porque falten presupuestos procesales o porque coloquen a un sujeto de la 
relación jurídico procesal en estado de indefensión.96  
El derecho al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 76 de la 
Constitución de la República, en cuya parte esencial determina: “[…] En todo proceso 
en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el 
derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas […].” La Corte 
Constitucional ecuatoriana se ha pronunciado en variadas ocasiones sobre la naturaleza 
del debido proceso, indicando que:  
 
“[…] en relación al debido proceso plasmado en el artículo 76 de la Constitución de la 
República, se muestra como un conjunto de garantías con las cuales se pretende que el 
desarrollo de las actividades en el ámbito judicial o administrativo se sujeten a reglas 
mínimas, con el fin de proteger los derechos garantizados por la Carta Suprema, 
constituyéndose el debido proceso en un límite de la actuación discrecional de los 
jueces. Por tanto, no es sino aquel proceso que cumple con las garantías básicas 
                                                     
95 Ecuador, Consejo de la Judicatura. Expediente Disciplinario No. 201-UCD-011-MAC (DG-500-2010-
M). 
96 Santiago Andrade Ubidia, La casación civil en el Ecuador (Quito, Universidad Andina “Simón 
Bolívar” Ecuador, 2005), 116. 




establecidas en la Constitución, y que hace efectivo el derecho de las personas a obtener 
una resolución de fondo, basada en derecho.”97 
 
Por lo dicho, el debido proceso, en términos generales se concibe como la piedra 
angular del ordenamiento jurídico ecuatoriano y cuya violación genera una afectación a 
la estructura constitucional y por ende, genera una nulidad que debe ser reparada 
procesalmente. Se debe tener en consideración que la Constitución de la República 
establece una serie de principios básicos como medios para la realización de la justicia. 
Son estos principios básicos, como el debido proceso, los que se encuentran 
desarrollados en las normas procesales legales, por ende, si vulnera una de éstas, se 
estaría vulnerando a todos los principios que son base y fundamento del ordenamiento 
jurídico. 
Así, por ejemplo, el Consejo de la Judicatura de Transición señaló que constituye 
error inexcusable el acto u omisión en la tramitación de una causa que genere nulidad 
por vulneración del debido proceso en los términos establecidos en los artículos 75, 76 y 
77 de la Constitución de la República.98 No obstante, este postulado riñe con el artículo 
108 numeral 8 del COFJ que establece una pena considerablemente benigna para el 
mismo caso. Dicha norma señala lo siguiente: 
 
Art. 108.- INFRACCIONES GRAVES.- A la servidora o al servidor de la Función 
Judicial se le podrá imponer una sanción de suspensión, por las siguientes infracciones 
[…] 8. No haber fundamentado debidamente sus actos administrativos, resoluciones o 
sentencias, según corresponda, o en general en la substanciación y resolución de las 
causas, haber violado los derechos y garantías constitucionales en la forma prevista en 
los artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de la República. 
 
Teniendo en consideración lo dicho, conforme lo prescribe el artículo 76 
numeral 5 de la Constitución de la Republica, es plenamente aplicable la sanción más 
favorable al infractor, pues si bien, la violación del debido proceso es una causal lo 
suficientemente gravosa, el COFJ le ha dado una sanción benigna en comparación con 
la del error inexcusable, por ende, aún ante una declaratoria de nulidad, a diferencia de 
                                                     
97 Ecuador, Corte Constitucional, “Sentencia No. 0034-09-SEP-CC”, 9 de diciembre de 2009; “Sentencia 
0004-13-SEP-CC”, 21 de marzo de 2013, accedido 15 de enero de 2017, 
https://www.corteconstitucional.gob.ec/sentencias/relatoria/relatoria/fichas/004-13-SEP-CC.pdf. 
98 Ecuador Consejo de la Judicatura, expediente disciplinario No MOT-193-UCD-O10-CD (OF-05-
2010); Expediente Disciplinario No. MOT-515-UCD-011-MAC (001-DPN-CJ-011); Expediente 
Disciplinario No. MOT-620-UCD-011-PM. 




lo sostenido por el Consejo de la Judicatura, no necesariamente tal hecho constituiría en 
sí mismo un error inexcusable. 
La falta de competencia, únicamente con relación a la materia, genera la nulidad 
del proceso, debiendo declararse como tal al proceso; no obstante, la arrogación de 
funciones que no le son propias a su cargo, podría eventualmente, atendiendo a las 
circunstancias del caso,99 constituirse en un ejemplo de causal suficiente para la 
configuración del error inexcusable. También podría constituir error inexcusable el 
deliberadamente romper la consecución lógica del procedimiento, como realizar un 
remate antes de dictar sentencia.  
El proceder con la ejecución de un acto judicial que no se encuentra 
ejecutoriado, no está contemplado como una causa de nulidad en la ley, sin embargo, 
prima facie, por la trascendencia del acto, que podría incumplir mandatos legales, 
podría configurar una violación del procedimiento, lo que nos llevaría a concluir que 
esta actuación se podría presentar como un error inexcusable. 
En efecto, la ley procesal determina, sea en forma común y general o específica, 
los términos o plazos que deben transcurrir para que los actos o actuaciones procesales 
queden firmes y no puedan ser modificados. Ejecutar presurosamente un determinado 
acto, conllevaría a la violación del mandato legal que contiene dicho precepto y por lo 
tanto ocasionaría un perjuicio. 
Un ejemplo de ello es lo ocurrido dentro del sumario administrativo No. A-557-
UCD-11-MAC (DPM-114-2010) en el cual, el Pleno del Consejo de la Judicatura de 
Transición llegó a establecer que el administrador de justicia ejecutó un auto sobre el 
cual se encontraba interpuesto un recurso de revocatoria y que no había sido contestado. 
Ahora bien, para la sanción de este tipo de actuaciones se debe tomar en 
consideración cada una de las circunstancias que motivaron se emita dicho acto, pues en 
caso que dicha falla sea atribuible a cualquiera de los sujetos procesales, no podría 
responsabilizarse al administrador de justicia por tratarse de un error inducido; a más de 
ello, en nuestra legislación tenemos varias lagunas y anomias jurídicas que no apoyan la 
existencia de certeza en la administración de justicia. Ejemplo de ello es el Código 
                                                     
99 En líneas anteriores me referí que el error inexcusable contiene una serie de características que deben 
ser observadas en cada caso en particular y atendiendo a las singulares circunstancias que se juzga; por lo 
tanto, no toda nulidad por falta de competencia genera una sanción como error inexcusable, pues a través 
de la declaratoria de nulidad se subsana el vicio que se comete, pero adicionalmente se debe tener en 
consideración que existe otro mecanismo de reparación al afectado.   




Orgánico General de Procesos que no contiene un término de ejecutoria de actuaciones 
jurisdiccionales, dejando aquello a la discrecionalidad del juzgador.   
Podría tomarse como otro ejemplo la ejecución de una sentencia o un auto sobre 
el cual se haya interpuesto algún recurso procesal que suspenda la ejecución o que 
impida su ejecución, como lo sería una apelación con efecto suspensivo, aclaración, 
ampliación, revocatoria o reforma, entre otros; claro está, que se debe considerar que 
este tipo de actos tienen sus excepciones, como es el caso de la ejecución de una 
sentencia emitida dentro de una acción de protección dictaminada a favor de un 
administrado en contra de la administración pública, cuya ejecución, pese a encontrarse 
con cualquier tipo de recurso, es de inmediata ejecución. 
La nulidad, finalmente, protege el derecho de defensa de los sujetos procesales, 
evitando con ello su indefensión; esta indefensión, a más de los actos establecidos 
taxativamente en la legislación también se puede infligir de varias formas, por ejemplo: 
cuando el juez inobserva una norma adjetiva expresa que le obliga a realizar 
determinados actos procesales y no es acatada, como ocurriría dentro de un 
procedimiento ordinario si se omite convocar a audiencia preliminar y se convoca –de 
forma directa- a audiencia de juicio o se omitiese evacuar fases dentro de una audiencia 
(la fase de saneamiento, conciliación, prueba, entre otras). 
Finalmente, podría establecerse como un ejemplo de error inexcusable, inaplicar 
de un modo claro e inequívoco un precepto adjetivo normativo claro, previo y expreso, 
como mantener a una persona privada de su libertad una vez que ha caducado la prisión 
preventiva, o si una vez ratificada la inocencia de un procesado, no se dispusiese su 
inmediata libertad y se dejase que siga privado de aquella. 
Si bien todos los actos ejemplificativos descritos podrían generar un grave 
quebrantamiento de las reglas procesales previamente establecidas y por ende una 
afección directa a la seguridad jurídica, siempre deben considerarse las circunstancias 
internas y externas que rodean al acto y al funcionario que cometió tal desacato 
procesal, por ello es que la sola vulneración de dichas normas procesales, 
eventualmente no generaría error inexcusable, por cuanto estas decisiones pueden ser 
revertidas y subsanadas en otras instancias e incluso en su subsanación, podría 
ordenarse como forma de reparación, la condena en costas del causante y la 
consideración correspondiente para futuras evaluaciones; caso contrario, cada vez que 
se acepte un recurso de apelación o de casación por la causal de vicios al proceso de 




nulidad insanable habría la posibilidad de generar dicha sanción y teniendo en 
consideración aquello, dejar quizá en default a la administración de justicia. 
 
ERROR DE JUZGAMIENTO O IN IUDICANDO 
 
Los errores de juzgamiento o in iudicando son aquellos en los que la voluntad 
concreta de la ley proclamada por el juez en su sentencia, no coincide con la voluntad 
efectiva de la ley, porque aun habiéndose desarrollado normalmente el proceso, el juez 
incurre en un error en su actividad intelectual, de modo que el defecto inherente a una 
de las premisas lógicas haya repercutido necesariamente sobre la conclusión; es decir, 
se trata de un error en el razonamiento.100 
Este error quizá es uno de los mayores errores que se pueden cometer, por cuanto 
podría establecer como cosa juzgada y regla para el caso en concreto un efecto que la 
ley no le ha dado.101 Resulta ahora necesario describir las clases de errores judiciales de 
juzgamiento o in iudicando. La doctrina102 al respecto ha llegado a un común acuerdo y 
ha señalado que existen dos tipos de errores: los de hecho y los de derecho.  
Se entienden por errores de hecho a aquellos que afectan el material fáctico del 
proceso. Éste, a su vez puede ser de dos clases: aquel que se puede verificar de los 
elementos fácticos del proceso y aquel que tiene una falta de correspondencia entre la 
realidad procesal, a la que correctamente se atuvo al juicio, y la realidad externa, es 
decir, cuando los datos que obran del proceso fueron correctamente apreciados pero sin 
que coincidan con los hechos reales. 
El error de derecho por su parte se origina cuando se aplica equivocadamente la 
ley y este abarca: los supuestos desconocimientos del derecho, la inaplicación de la 
norma jurídica que correspondía y la aplicación de una norma jurídica que no 
correspondía o por una interpretación inadecuada de la norma aplicada. 
Se debe tener en consideración que un conflicto jurídico –quizá debido al exceso 
de abstracción en la norma- puede tener diversas soluciones jurídicas, todas ellas 
                                                     
100 Colombia, Corte Constitucional, “Sentencia C-998/04 del 12 de octubre de 2004”, 12 de octubre de 
2004, accedido 01 de enero de 2019, http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2004/C-998-
04.htm#_ftn7. 
101 Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 222. 
102 Guzmán Fluja, “El derecho de indemnización por el funcionamiento de la administración de justicia” 
158 – 162. 




parecidamente justas y adecuadas, sin que optar por una de ellas suponga que las demás 
son inexactas o erróneas y sin que esa opción signifique que la solución escogida sea 
inexacta con relación a las restantes elegidas103. 
No obstante, se debe tener en consideración que, conforme al artículo 115 del 
COFJ, no se puede admitir a trámite las quejas o denuncias si es que en estas se 
impugnan criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y otros 
elementos netamente jurisdiccionales, estableciéndose para estos casos enviar, sea la 
queja o denuncia, a la Unidad de Recursos Humanos del Consejo de la Judicatura para 
efectos de evaluación del desempeño. 
Esta descripción normativa, en forma literal, deja entrever la exclusión del 
juzgamiento del error inexcusable sobre los errores in iudicando que versan sobre 
criterios de interpretación de normas jurídicas, es decir, sobre la decisión del 
administrador de justicia sobre si debe o no aplicar una determinada norma jurídica, si 
su aplicación fue indebida o si interpretó de forma errónea la norma, pues –como lo 
señaló la ex Corte Suprema de Justicia- el error en su elección o interpretación se 
configura como un error en la aplicación del derecho, que debe ser invocado –y 
resuelto- por medio de los recursos ordinarios que permiten corregir dicho agravio, sin 
embargo, aquello no atañe a la validez formal de la sentencia, sino a su mayor o menor 
acierto, pues finalmente la sentencia y lo que en ella se expresa, constituye un acto 
netamente jurisdiccional por excelencia.104 
Tampoco se puede revisar la forma de valoración de la prueba, pues aquello 
atañe a la actividad intelectual propia del juez que se plasma en la sentencia y como lo 
señaló la ex Corte Suprema de Justicia, es una atribución jurisdiccional soberana y 
autónoma de los jueces o tribunales de instancia.105 
Finalmente, no cabe revisión por parte del Consejo de la Judicatura sobre otro 
tipo de actos netamente jurisdiccionales, siendo la sentencia o resolución el acto 
jurisdiccional por excelencia. La norma aludida da a entender la exclusión de la 
valoración de vicios in iudicando que tengan que ver con la sentencia, con excepción 
del error de facto siempre y cuando dicho error sea palmario, es decir, cuando de forma 
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104 Ecuador, Corte Suprema de Justicia, Primera Sala de lo Civil y Mercantil, “Resolución 301”, proceso 
No. 633-95, del 20 de mayo de 1999. Registro Oficial 225, 16 de agosto de 1999. 
105 Ecuador, Corte Suprema de Justicia, Primera Sala de lo Civil y Mercantil, “Resolución 568”, proceso 
No. 109-98 del 08 de noviembre de 1999. Registro Oficial 349, 29 de diciembre de 1999. 




intencional se haga constar una realidad totalmente diferente a los hechos que se han 
alegado por las partes. 
 
CÓMO SE DETERMINA SU EXISTENCIA 
  
La determinación del error inexcusable en nuestro actual ordenamiento jurídico 
la realiza, con facultad preponderante, el Consejo de la Judicatura, ya que si bien existe 
una especie de competencia compartida con la administración ordinaria de justicia, esta 
competencia remite finalmente, para su juzgamiento, al organismo administrativo del 
poder judicial; así podemos observar que la administración de justicia, a través de la 
revisión de actuaciones jurisdiccionales que llegan a su conocimiento mediante la 
interposición de  recursos verticales, sean estos ordinarios o extraordinarios (apelación, 
de casación y revisión en procesos penales), es competente para declarar en sentencias y 
providencias la incorrección en la tramitación o el error inexcusable de los servidores 
judiciales y comunicar de este particular al Consejo de la Judicatura para que éste 
sustancie el procedimiento administrativo correspondiente. Así lo establece el artículo 
131, numeral 3, del COFJ. 
Por lo tanto, la competencia que se le otorga a la administración de justicia –
respecto del error inexcusable- es una competencia aparentemente incompleta, pues si 
bien se le faculta para determinar el error inexcusable, la competencia para el 
juzgamiento de aquel es del Consejo de la Judicatura. 
La facultad sancionadora es de competencia exclusiva del Consejo de la 
Judicatura, quien a más de las reglas que se encuentran establecidas en el COFJ, se rige 
procesalmente por las regulaciones del Reglamento para el Ejercicio de la Potestad 
Disciplinaria del Consejo de la Judicatura (de ahora en adelante: Reglamento 
Disciplinario).106 
Ahora bien, frente a la determinación del error inexcusable en la vía 
jurisdiccional carece de un procedimiento especial para tal determinación, pues, éste 
únicamente se basa en la decisión motivada del tribunal ante quien se ha interpuesto un 
recurso vertical, siendo tal tribunal, el cual en base de la aplicación del ordenamiento 
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jurídico y de acuerdo a los requisitos establecidos ut supra, debe determinar de forma 
razonada, lógica y de manera motivada sus resoluciones respecto de si cabe o no 
determinar la configuración de un error inexcusable.  
En ese sentido, el tribunal a más de establecer su decisión respecto del caso en 
concreto, en razón del mandato contemplado en la norma antes citada, debe determinar 
si el juez que emitió la sentencia en análisis cometió un error calificado como 
inexcusable. Dicha disposición normativa es impositiva, no facultativa, pues los jueces 
de alzada la deben cumplir; sin embargo, dicha disposición parece ineficaz, tanto por la 
ambigüedad del concepto, el supuesto espíritu de cuerpo de la función judicial, lo no 
vinculante del criterio, como por lo complejo que resulta observar el caso en concreto 
con la conducta de un tercero. 
Ahora bien, tal como se había ya advertido, la competencia para sancionar el 
error inexcusable la ejerce el Pleno del Consejo de la Judicatura, debiendo por ello 
remitirnos a lo establecido en el COFJ y en el Reglamento Disciplinario.  
Así, el procedimiento administrativo sancionatorio puede iniciar de tres formas: 
la primera, mediante denuncia formal que debe cumplir con ciertos requisitos; la 
segunda, mediante queja; y la tercera, mediante investigación de oficio. No obstante, el 
Reglamento Disciplinario contempla una serie de normas comunes aplicables a todos 
los procedimientos que en lo medular se refieren a la contestación, para la cual, se tiene 
un término de cinco días luego de la notificación del sumario; las pruebas y la etapa de 
prueba, que se apertura por un término común de cinco días; la resolución y su 
impugnación. 
La denuncia debe reunir ciertos requisitos, mismos que se encuentran 
contemplados en el artículo 113 del COFJ: los nombres completos del denunciante, la 
identificación del servidor judicial, un resumen de los hechos denunciados, la 
descripción de la infracción disciplinaria imputada con sus circunstancias, las normas 
infringidas, los medios de prueba que disponga y la casilla judicial o dirección 
electrónica.  
La queja no requiere reunir los requisitos establecidos para la denuncia, no 
obstante, puede ser presentada únicamente por el Presidente de la República, el 
Presidente de la Asamblea, el Presidente del Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social, el Contralor del Estado, el Procurador General del Estado, el Presidente 
y demás vocales del Consejo de la Judicatura, las primeras autoridades de los órganos 




autónomos, Jueces y Conjueces de la Corte Nacional de Justicia, de Cortes Provinciales, 
Tribunales Penales y Juzgados de primer nivel, el Comandante General y jefes de 
unidades de Policía Nacional, y el auditor interno institucional. 
Mientras que la investigación de oficio se inicia de manera directa por el 
Director Provincial del Consejo de la Judicatura o por la unidad que el Consejo de la 
Judicatura establezca, requiriendo para estos casos la intervención del Coordinador de la 
Oficina Provincial de Control Disciplinario para que realice una investigación previa y 
se emita un informe sugiriendo el inicio o no del procedimiento de oficio. 
La denuncia o queja, de acuerdo con el artículo 115 del COFJ, puede ser 
inadmitida por tres razones: a. en caso que los hechos narrados en la denuncia no 
constituyan infracción disciplinaria; b. la acción disciplinaria haya prescrito; c. si en ella 
se impugnaren criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y 
otros elementos netamente jurisdiccionales. En este último caso, únicamente se remite 
un informe a la Unidad de Talento Humano para efectos de evaluación en el desempeño 
de los administradores de justicia. 
Me parece importante, para efectos del presente trabajo investigativo, el resaltar 
este último requisito de inadmisión pues tiene que ver con el objeto de esta tesis, ya que 
esta salvedad de la norma excluye de sanción a la actividad jurisdiccional de los 
administradores de justicia, lo que provocaría, eventualmente, que exista una dicotomía 
entre el error inexcusable con esta excepción.  
Para iniciar el procedimiento sancionador, conforme lo establece el artículo 33 
del Reglamento Disciplinario, se emite un acto administrativo que contiene los nombres 
completos del servidor judicial, la relación de los hechos materia del sumario, la 
tipificación de la presunta infracción disciplinaria, los medios de prueba que se 
disponga, así como la solicitud de la práctica de las diligencias ordenadas, la 
advertencia al sumariado de dar contestación en el término de cinco días para el anuncio 
y solicitud de práctica de pruebas, el domicilio para notificaciones y por último, la 
disposición de obtención de copias certificadas de la acción de personal con referencia 
al cargo que ostenta u ostentó el sumariado, su situación laboral actual y la certificación 
de sanciones disciplinarias impuestas. 




El artículo 36 del Reglamento Disciplinario establece que: “se admitirán todos 
los medios de pruebas establecidos en las leyes aplicables a la materia, a excepción de 
la confesión107 e inspección” teniendo para su evacuación un término de cinco días. 
Una vez que ha concluido el término de prueba, dependiendo de la sanción, 
dentro del término de quince días se debe: (1) para el caso de sanciones con 
amonestación, emitir la resolución debidamente motivada; y (2) para sanciones de 
suspensión o destitución, remitir un informe motivado que debe contener la identidad 
del sumariado, los hechos imputados al sumariado, las pruebas aportadas al expediente, 
la tipificación de la presunta infracción disciplinaria y la recomendación al Pleno del 
Consejo de la Judicatura –no vinculante- sobre el tipo de sanción que debería imponerse 
al sumariado. 
En conclusión, la determinación del error inexcusable en instancia administrativa 
debe ser ejecutado respetando el debido proceso, mediante una operación lógica, 
razonada y de manera motivada por parte del organismo administrativo. En el siguiente 
capítulo se observará de manera crítica si la potestad atribuida por el COFJ al ente 
administrativo de la Función Judicial, esto es, al Consejo de la Judicatura, es compatible 
con la independencia judicial y si la causal de error inexcusable debería constar como 
causal disciplinaria administrativa; y, por ende, establecer quién debería tener esta 
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EL ERROR INEXCUSABLE COMO CAUSA DE SANCIÓN 




FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
ADMINISTRADORES DE JUSTICIA 
 
Todo acto o hecho jurídico tiene una consecuencia que genera una 
responsabilidad. Como lo señala Hans Kelsen, la responsabilidad jurídica es un 
concepto íntimamente relacionado con el deber jurídico de responsabilidad. Que una 
persona sea legalmente responsable de una determinada conducta o que sobre ella 
recaiga la responsabilidad jurídica de la misma, significa que está sujeta a una sanción 
en el caso de un comportamiento contrario.108 
La responsabilidad se encuentra concebida como un límite al poder. La 
responsabilidad es un elemento correlativo a la independencia, pues como lo señala 
Santiago Andrade Ubidia, la independencia judicial no puede ni debe entenderse como 
un estado de anarquía dentro de la función judicial;109 tampoco se la puede entender 
como un privilegio de los jueces, sino cómo parte de un derecho de los ciudadanos,110 
ya que, como lo señala Luz Martínez Alarcón, la independencia judicial y la 
responsabilidad judicial no son términos antitéticos sino que, complementariamente, 
aparecen indisolublemente unidos sin tener sentido el uno sin el otro.111 
En este sentido, Juan Montero Aroca señala que un estado democrático es más 
que un Estado en el cual se celebran elecciones, es en el cual el titular de cualquier 
                                                     
108 Hans Kelsen, Teoría General del Derecho y del Estado (México D.F.: Universidad Nacional 
Autónoma de México, trad. Eduardo García Máynez, 1988), 76. 
109 Andrade Ubidia, “Independencia judicial y estado de derecho” en Temas de derecho constitucional, 
294. Véase también: Andrade Ubidia, “La Función Judicial en la vigente Constitución de la República”, 
en La nueva Constitución del Ecuador: Estado, derechos e instituciones, 248-249. 
110 Víquez Cerdas, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y civil 
del juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos, Ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza Escalante, 
1181. 
111 María Luz Martínez Alarcón, La independencia judicial (Madrid: Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 2004), 327. 




poder acepta ser controlado porque conoce que ese poder no es ilimitado y que todos los 
roles se asumen con responsabilidades; así se vincula la responsabilidad a uno de los 
valores democráticos: la rendición de cuentas; de tal modo que el incremento del poder 
sea correspondido por un aumento de los controles sobre su ejercicio.112 
Si bien la independencia judicial implica que los jueces deben encontrarse 
únicamente sometidos a la Constitución, a los tratados internacionales, a la ley, 
reglamentos y demás normas del ordenamiento jurídico, es la trasgresión de estos la que 
eventualmente puede llegar a generar responsabilidades en los funcionarios judiciales. 
Conforme lo señala María Luz Martínez Alarcón, la responsabilidad jurídica 
judicial se apoya en dos elementos: la infracción del deber jurídico y la sanción 
aparejada a esta actuación.113 La responsabilidad finalmente puede ser civil, penal o 
administrativa. 
El artículo 233 de la CRE es claro en disponer que:  
 
“Ninguna servidora ni servidor público estará exento de responsabilidades por los actos 
realizados en el ejercicio de sus funciones, o por sus omisiones, y serán responsables 
administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración de fondos, bienes o 
recursos públicos.” 
 
Al respecto, el artículo 11 numeral 9 de la CRE establece que: 
 
Art. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios […] 9. El más alto 
deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución. 
El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio de una potestad 
pública, estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta 
o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus 
funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos. 
El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas 
responsables del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y 
administrativas. 
El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o 
inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las 
violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona 
que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales 
actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de 
ellos. 
 
De igual manera, el artículo 172 de la CRE señala lo siguiente: 
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Art. 172.- Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. 
Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen juezas y jueces, y los otros operadores de 
justicia, aplicarán en principio de la debida diligencia en los procesos de administración de 
justicia. 
Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley. 
 
Esta última descripción normativa también la podemos observar en forma similar 
en el texto del artículo 15 del COFJ que establece lo siguiente: 
 
Art. 15.- PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD.- La administración de justicia es un servicio 
público que debe ser prestado de conformidad con los principios establecidos en la Constitución 
y la ley. 
En consecuencia, el Estado será responsable en los casos de error judicial, detención arbitraria, 
retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, en virtud del recurso de revisión, 
el Estado reparará a la persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, 
declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 
judiciales, se repetirá en contra de ellos en la forma señalada en este Código. 
Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, cualquiera sea su denominación, 
función, labor o grado, así como los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la 
debida diligencia en los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y penalmente 
responsables por sus acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según los casos 
prescritos en la Constitución, las leyes y los reglamentos. 
Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo 
injustificado, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, de conformidad 
con las previsiones de la Constitución y la ley.  
 
Ciertamente la CRE, a través de las normas antes aludidas, establece dos tipos de 
responsabilidades: a) la responsabilidad patrimonial y extracontractual del Estado; y, b) 
la responsabilidad individual de los funcionarios del Estado.  
La CRE en su artículo 11, numeral 9, deja instituido -a través de las normas antes 
transcritas- dos elementos que configuran la responsabilidad extracontractual pública 
que, en términos de Vicente Guzmán Fluja, es directa y objetiva. Es directa por actos 
propios que son el resultado de la actividad monopolizadora del Estado en la 
Administración de Justicia, es decir, por arrogarse la exclusividad en la tarea de la 
administración de justicia, y es objetiva en razón que se da al margen de toda idea de 
dolo, culpa o negligencia, ya que la razón principal de la responsabilidad pública es el 
haber causado un daño antijurídico como consecuencia de la actuación de la 




administración de justicia.114 Así, para que proceda este tipo de acción deben concurrir 
los siguientes requisitos: acción u omisión referible al Estado, títulos de imputación 
concretos, daño antijurídico y relación de causalidad.115  
Ahora bien, a más de la responsabilidad extracontractual objetiva que tiene el 
Estado en las actividades que desempeña, también es necesario aludir a la 
responsabilidad personal que tienen los funcionarios que laboran en sus dependencias, 
principalmente en la función judicial. 
Así, de la meridiana lectura del artículo 172 de la CRE se llega a determinar, 
conforme lo manifestado ut supra que, en efecto la responsabilidad, sea administrativa, 
civil o penal, se encuentra plenamente configurada constitucionalmente y que dicha 
responsabilidad se produce por el quebrantamiento de la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales de derechos humanos y la ley, ya que el sometimiento 
al ordenamiento jurídico es la auténtica garantía que le sirve –tanto al ciudadano como a 
la Administración de Justicia- para cumplir sus fines.116 
La responsabilidad administrativa se produce cuando el funcionario incumple sus 
deberes y responsabilidades respecto del ente administrativo ante el cual labora; en el 
caso de los funcionarios judiciales, las causales administrativas se encuentran 
establecidas en el Código Orgánico de la Función Judicial. El artículo 107 contiene las 
causales leves cuya sanción puede ser una amonestación verbal, una amonestación 
escrita o una multa; el artículo 108 contiene las causales graves que implican la eventual 
suspensión de funciones; y, el artículo 109 contiene las causales gravísimas cuya 
sanción es la destitución. 
En cuanto a la responsabilidad penal que opera cuando las actuaciones u 
omisiones del funcionario público incurren en una conducta punible que lesiona un bien 
jurídico protegido, dichas conductas se encuentra previstas previamente en el Código 
Orgánico Integral Penal117 (en adelante COIP), y para el caso de los funcionarios 
judiciales se establecen tipos penales como el prevaricato, el fraude procesal, la 
revelación de identidad de agente encubierto, informante, testigo o persona protegida, la 
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omisión de denuncia, la discriminación, el peculado, el enriquecimiento ilícito, cohecho, 
concusión, tráfico de influencias, entre otros. 
Ejemplo práctico de responsabilidad penal que interesa conocer en este estudio 
es el prevaricato que, como tipo penal previsto en el artículo 268 del COIP, establece 
que:  
 
Las o los miembros de la carrera judicial jurisdiccional; las o los árbitros en derecho que fallen 
contra ley expresa, en perjuicio de una de las partes; procedan contra ley expresa, haciendo lo 
que les prohíbe o dejando de hacer lo que manda, en la sustanciación de las causas o conozcan en 
las que patrocinaron una de las partes como abogadas o abogados, procuradoras o procuradores, 
serán sancionados con pena privativa de libertad de tres a cinco años. 
 
En líneas superiores se había dejado establecido que uno de los requisitos de 
procedencia para verificar la existencia del error inexcusable es la de haberse vulnerado 
un mandato o hecho claro, expreso e inconfundible 
La descripción de la norma antes señalada nos permite observar que aún frente a 
una posible declaratoria de error inexcusable podría también iniciarse un proceso para la 
determinación de responsabilidad penal del funcionario judicial. 
En cuanto a la responsabilidad civil, son muy variados los hechos que pudiesen 
llegar a originar una obligación a consecuencia de una responsabilidad civil, todo ello se 
encuentra plenamente previsto desde el artículo 2214 al 2237 del Código Civil. 
Para el caso de la administración de justicia, es el artículo 34 del COFJ el que 
establece la posibilidad de demandar por responsabilidad civil a los funcionarios 
judiciales por responsabilidad directa que estos puedan llegar a tener. A saber, dicha 
norma establece lo siguiente: 
 
Las causas que, por indemnización de daños y perjuicios y por daño moral se propongan contra 
juezas y jueces, fiscales y defensoras y defensores públicos, con fundamento en lo dispuesto en el 
inciso tercero del artículo 172 de la Constitución y demás leyes aplicables, se sustanciarán ante la 
jueza o juez de lo civil del domicilio de la parte demandada, por la vía sumaria y la acción 
prescribirá en cuatro años desde que se consumó el daño 
 
El artículo 172 de la CRE señala lo siguiente: 
 
Art. 172.- Las juezas y jueces administrarán justicia con sujeción a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. 
Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen juezas y jueces, y los otros operadores de 
justicia, aplicarán el principio de la debida diligencia en los procesos de administración de 
justicia. 




Las juezas y jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, 
negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley. 
 
Según las normas antes relatadas, son cuatro los tipos que permiten interponer 
una demanda por responsabilidad civil y directa en contra de los jueces, fiscales o 
defensores públicos: el retardo, la negligencia, la denegación de justicia o el 
quebrantamiento de la ley. En cuanto a estos tipos de responsabilidad, se requiere que 
exista: 1. daño; 2. culpa o dolo; y, 3. nexo causal entre el daño y la acción. 
El quebrantamiento de la ley, como responsabilidad civil, también se vincula con 
la responsabilidad penal y administrativa, el primero de ellos en cuanto a la posibilidad 
de cometer el delito de prevaricato y el segundo de ellos que se asemeja a uno de los 
requisitos de procedencia para la declaratoria de error inexcusable; aunque la causal en 
el ámbito civil es más laxa que las que corresponden a responsabilidad penal y 
administrativa. 
 
EL ERROR INEXCUSABLE COMO CAUSAL SANCIONATORIA 
ADMINISTRATIVA 
 
La Comisión Legislativa y de Fiscalización de la Asamblea Nacional, cuando 
expidió el Código Orgánico de la Función Judicial en uno de los considerandos dijo 
que: “[L]a carrera judicial y el régimen disciplinario, sean asumidas por un organismo 
de gobierno único y distinto de los organismos integrantes de la Función Judicial, el 
Consejo de la Judicatura”. 
Como sustento de ello, el artículo 178 de la CRE establece que el Consejo de la 
Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la 
Función Judicial. Dicha disposición se encuentra, de igual forma establecida en el 
COFJ, cuando establece en su artículo 181 que son funciones del Consejo de la 
Judicatura el dirigir los procesos de selección de jueces y demás servidores de la 
Función Judicial, así como su evaluación, ascensos y sanción. En el mismo sentido, el 
artículo 254 del COFJ establece que: “el Consejo de la Judicatura es el órgano único de 
gobierno, administración, vigilancia y disciplinar de la Función Judicial que comprende: 
órganos jurisdiccionales, órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos 
autónomos”. 




El 7 de mayo de 2011 se llevó a cabo el referéndum y consulta popular en la cual 
el pueblo ecuatoriano, respecto de la pregunta quinta,118 decidió estar de acuerdo en 
modificar la composición del Consejo de la Judicatura, enmendando la Constitución y 
reformando el Código Orgánico de la Función Judicial. A través de dicho referéndum y 
consulta popular se aprobó agregar la palabra Juez en el artículo 109, numeral 7, del 
COFJ. 
Así, el artículo 264 del COFJ establece entre las atribuciones del Pleno del 
Consejo de la Judicatura, la de imponer las sanciones disciplinarias de destitución a los 
servidores judiciales con el voto conforme de la mayoría de sus miembros o de 
absolverles. 
Si bien es cierto, el COFJ en su artículo 131 establece como facultad correctiva 
de los jueces el declarar en las sentencias y providencias la incorrección en la 
tramitación o el error inexcusable, esta potestad puramente jurisdiccional no constituía 
un requisito sine qua non para el establecimiento del tipo sancionador del error 
inexcusable en la vía administrativa.  
Esto es así, porque si analizamos esta prerrogativa jurisdiccional en 
confrontación con el debido proceso, el administrador de justicia que podría ser 
perjudicado ante una decisión emitida por un Tribunal Superior no tendría un debido 
proceso, por no ser parte procesal y por no instaurarse el procedimiento adecuado para 
ejercer adecuadamente su derecho a la defensa. Por ende, el pronunciamiento que emita 
cualquier Tribunal Superior o de Alzada, deviene aparentemente de la obligación 
común de todo funcionario público de denunciar una actuación u omisión que quebranta 
el ordenamiento jurídico vigente y cuyo pronunciamiento es un referente no vinculante 
para el Consejo de la Judicatura, pues para la declaratoria de error inexcusable deben 
analizarse varios presupuestos que han sido señalados ut supra, tales como el grado de 
participación, la reincidencia, factores internos o externos de afectación, entre otros. 
Dentro de un análisis sistemático y teleológico de las normas contenidas en el 
COFJ, podemos determinar que el segundo inciso del artículo 10 de la norma antes 
aludida establece que: “La administración de justicia ordinaria se desarrolla por 
instancias o grados. La casación y la revisión no constituyen instancia ni grado de los 
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procesos, sino recursos extraordinarios de control de legalidad y del error judicial en los 
fallos de instancia”; en igual sentido el artículo 15 del COFJ establece que el Estado 
será responsable en los casos de error judicial 
Por su parte, el numeral 7 del artículo 109 del COFJ establece como infracción 
gravísima cuya consecuencia es la destitución del funcionario judicial el: “Intervenir en 
las causas que debe actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, manifiesta 
negligencia o error inexcusable”. 
Mientras que el artículo 115 del COFJ establece, como causal de inadmisibilidad 
del trámite disciplinario: “[…] la queja o la denuncia si en ella se impugnaré criterios de 
interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y otros elementos netamente 
jurisdiccionales. En estos casos la queja o denuncia se enviará a la Unidad de Recursos 
Humanos del Consejo de la Judicatura para efectos de la evaluación de desempeño”. 
Finalmente, el numeral 3 del artículo 131 del COFJ determina, como obligación 
coercitiva de los administradores de justicia: “Declarar en las sentencias y providencias 
respectivas, la incorrección en la tramitación o el error inexcusable de servidoras o 
servidores judiciales, y comunicar al Consejo de la Judicatura a fin de que dicho órgano 
sustancie el procedimiento administrativo para la imposición de sanciones” 
De lo anteriormente anotado, a la luz de una interpretación sistemática y 
teleológica, se puede establecer que el legislador, al momento de redactar el COFJ, 
incluyó esta diferencia sustancial entre el error judicial y el error inexcusable; que dicho 
sea de paso, no son lo mismo, sino que se podrían establecer como el género y su 
especie, en su orden; instituyéndose el primero como un título de imputación objetiva 
por funcionamiento anormal de la administración de justicia cuyo responsable es el 
Estado; y, el segundo como responsabilidad subjetiva de los jueces, fiscales y 
defensores públicos. 
Como lo señala Orlando Álvarez Arias, la calificación del error inexcusable, por 
cualquier Tribunal, no puede constituir un elemento definitivo para el establecimiento 
de una sanción, ya que se produce dentro del marco de una sentencia en la cual el juez 
investigado no se considera como parte, por lo que no pueden reducir los lapsos 
procesales en detrimento del juez investigado.119 
En Ecuador, el error inexcusable se encuentra establecido como una causal de 
determinación de índole administrativa, cuya potestad plena corresponde, bajo el debido 
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procedimiento, al Pleno del Consejo de la Judicatura, quienes tienen potestad para 
sancionar la destitución de un funcionario judicial.  
En España, en igual sentido, la Ley Orgánica del Poder Judicial,120 en su artículo 
417, numeral 14, establece como causal muy grave la ignorancia inexcusable en el 
cumplimiento de los deberes judiciales y, conforme el artículo 412, numeral 1, literal d), 
eiusdem, es prerrogativa exclusiva del Pleno del Consejo General del Poder Judicial 
imponer la sanción de suspensión, traslado forzoso o separación. 
En el caso colombiano, es el artículo 44 parágrafo del Código Disciplinario 
Único, Ley 734121 que establece como causal a la ignorancia supina y la establece de la 
siguiente manera: 
 
Habrá culpa gravísima cuando se incurra en falta disciplinaria por ignorancia supina, desatención 
elemental o violación manifiesta de reglas de obligatorio cumplimiento. La culpa será grave 
cuando se incurra en falta disciplinaria por inobservancia del cuidado necesario que cualquier 
persona común imprime a sus actuaciones. 
 
Se debe partir de la premisa que para que exista ignorancia supina debe haber 
una desatención elemental o violación de una regla de obligatorio cumplimiento, 
robusteciendo con ello el hecho que esta ignorancia supina o, en el caso ecuatoriano, el 
error inexcusable debe cometerse respecto de preceptos básicos y elementales para el 
ejercicio de una magistratura. 
La sanción que se impone por el cometimiento de esta falta es la destitución o 
inhabilitación, cuya competencia, conforme el artículo 194 eiusdem, corresponde a la 
Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
Para el caso mexicano, es la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación122 
la que en su artículo 131, numeral 3, establece como causal de responsabilidad para los 
servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, el tener una notoria ineptitud o 
descuido en el desempeño de las funciones o labores que deban realizar. El 
procedimiento, determinado a partir del artículo 133 eiusdem, establece que son 
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121 Colombia, Código Disciplinario Único, Ley 734, Diario Oficial. Año CXXXVII No. 44.699, 5 de 
febrero de 2002, accedido 30 de marzo de 2018, 
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122México, Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Diario Oficial de la Federación, 26 de 
mayo de 1995, accedido 30 de marzo de 2018, 
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competentes para conocer las quejas, denuncias o investigaciones de oficio: a) la 
Suprema Corte de Justicia funcionando en pleno, tratándose de faltas de ministros y de 
las faltas graves cometidas por sus servidores públicos; b) el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia, tratándose de servidores públicos de este órgano, en los casos no 
comprendidos en el literal anterior; c) el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
tratándose de faltas graves de magistrados de circuito y jueces de distrito cuando las 
sanciones aplicables sean las de destitución o inhabilitación temporal para desempeñar 
empleos, cargos o comisiones en el servicio público; y, d) el órgano colegiado que 
determine el Consejo de la Judicatura Federal, en los casos no comprendidos en el 
literal anterior. 
En el caso de Costa Rica, es la Ley Orgánica del Poder Judicial de Costa Rica123 
la que determina, en su artículo 199, que será rechazada de plano toda queja que se 
refiera exclusivamente a problemas de interpretación de normas jurídicas, sin embargo, 
establece dicha norma que en los casos de retardo o errores graves e injustificados en la 
administración de justicia se realizará, a petición del Tribunal de la Inspección Judicial, 
una investigación que deberá ser puesta en conocimiento de la Corte plena para que se 
resuelva sobre la permanencia o suspensión del funcionario. 
Como vemos, en este último caso, la atribución del establecimiento de la 
existencia del error grave e injustificado le corresponde al órgano jurisdiccional 
ordinario del Poder Judicial y no a su órgano administrativo. Para la determinación de 
este error grave e injustificable se requiere que el Tribunal de Inspección Judicial 
presente una denuncia, dicho Tribunal es un órgano dependiente del Consejo Superior y 
ejerce el control regular sobre los servidores del Poder Judicial, vigila el cumplimiento 
de los deberes, tramita las quejas e informa sobre irregularidades. 
Este Consejo Superior es un órgano que se encuentra subordinado a la Corte 
Suprema de Justicia y se encuentra integrado por cinco miembros, cuatro de ellos del 
Poder Judicial y un abogado externo, siendo el Presidente de la Corte a su vez, 
Presidente de dicho Consejo. 
Como hemos observado, en otros ordenamientos jurídicos, como el español, 
colombiano, mexicano, el sistema disciplinario administrativo se asemeja al ecuatoriano 
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en cuanto al hecho que la rectoría y dirección de los procedimientos disciplinarios son 
conocidos por el organismo administrativo del poder judicial. 
Empero, en ordenamientos jurídicos como el costarricense encontramos una 
notable modificación de dicho régimen la cual dota de competencia exclusiva al 
máximo órgano de cierre de la justicia ordinaria, como es la Corte Suprema de Justicia, 
quienes con intervención del Tribunal de Inspección Judicial y bajo un debido proceso 
analizan la procedencia o no de la existencia de un error que debe ser grave e 
injustificado, figura jurídica que se asemeja, en los términos relatados en este estudio, a 
las características del error inexcusable. 
En Ecuador, por disposición expresa del COFJ, es el Pleno del Consejo de la 
Judicatura el que puede, a través de un procedimiento administrativo, determinar la 
existencia o no del error inexcusable, no obstante, el COFJ en su artículo 131 numeral 3 
concede también una potestad declarativa a los tribunales en virtud de la presentación 
de los recursos legalmente previstos. Y, las decisiones que se tomen 
administrativamente en las que se determina o no la existencia de error inexcusable son 
impugnables en sede judicial, conforme al artículo 119 del COFJ. 
De acuerdo a la información proporcionada por el Consejo de la Judicatura,124 en 
el periodo 2013 – 2017, los niveles de quejas, denuncias y oficios ingresados por error 
inexcusable son los siguientes: 
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Como se puede apreciar de los gráficos que anteceden, las causas de sanción 
administrativa, con relación a la totalidad de causas a nivel nacional es baja. La relación 
se fija en un porcentaje del 0,03% para el 2013, del 0,04 % para el 2014, del 0,03 % 
para el 2015, del 0,05 % para el 2016 y del 0,012 % para el 2017. Respecto a los 
expedientes disciplinarios administrativos iniciados dentro del mismo periodo con 
relación a los sancionados, se han obtenido los siguientes resultados: el 17,4 % para el 
2013, el 8,6 % para el 2014, el 6,4 % para el 2015, el 2,7% para el 2016 y el 1,4 % para 
el 2017. Con relación al índice de jueces destituidos por error inexcusable frente al total 
de jueces a nivel nacional, los resultados son los siguientes: el 3,7 % para el 2013, el 2,4 
% para el 2014, el 1,2 % para el 2015, el 0,6 % para el 2016 y el 0,2 % para el 2017. 
Si bien el Consejo de la Judicatura procedió a rendir cuentas mostrando cifras 
correspondientes al error inexcusable, hasta el momento no se ha podido verificar la 
calidad de las resoluciones que se han adoptado en cada una de ellas para poder realizar, 
más que un control cuantitativo de los procedimientos administrativos instaurados y 
resueltos, un control cualitativo de las resoluciones que se han dictado. 
Las estadísticas anteriormente señaladas son sustento del presente estudio, 
entendiendo que el objetivo de la rendición de cuenta del Consejo de la Judicatura 
solamente se limitó a determinar estadísticamente la aplicación del error inexcusable, 
careciendo de estudios en cuanto al parámetro cualitativo de las decisiones; esto nos 
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cantidad sobre la calidad, siendo pues, este último parámetro fundamental para realizar 
un análisis del grado de afección de la independencia judicial. 
Esto es importante, pues como lo señala Sebastián Linares,125 existen algunos 
métodos que sirven para medir la independencia judicial, como la comparación 
estadística entre resultados y categorías de sujetos, pero adicionalmente a ello también 
debería considerarse otros métodos que nos permitan medir con mayor precisión, y no 
en un ámbito general, la afectación que podría ocasionar a la independencia judicial, 
aplicar la figura del error inexcusable, tales como la comparación del derecho con los 
argumentos jurídicos, la comparación de los valores del juez con las sentencias, la 
constatación de violaciones al debido proceso, medición de instituciones, medición de 
percepciones, entre otras. 
El valorar un grado cuantitativo por sobre el cualitativo no nos permite brindar 
pautas para lograr realizar una medición objetiva y adecuada de cómo se ha venido 
aplicando administrativamente la figura del error inexcusable, pues como lo ha señalado 
Gustavo Jalkh Röben,126 existen ciertos parámetros y principios mínimos que deben ser 
observados, tales como: la ausencia de interferencias indebidas en la toma de decisiones 
judiciales, las cuales solo pueden ser revisadas por otra autoridad judicial competente y 
aquellos parámetros únicamente pueden ser observados atendiendo a la calidad de las 
resoluciones emitidas por el Pleno del Consejo de la Judicatura para determinar la 
existencia del error inexcusable. 
Entra en el debate si el error inexcusable debería encontrarse establecida como 
causal sancionatoria administrativa.  
En ese sentido, el análisis debe partir de lo que establece el artículo 115 del 
COFJ que prohíbe la admisión en materia administrativa de las quejas o denuncias en 
las que se impugnen criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de 
pruebas y otros elementos netamente jurisdiccionales. 
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Burgos Silva ed., 2002), 158. 
126 Gustavo Jalhk Röben, Intervención sobre la construcción de un estándar regional de independencia 
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de la región andina, en Independencia judicial y acceso a la justicia: Memoras del encuentro de Cortes 
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En efecto, como señala Vicente Guzmán Fluja,127 en la función jurisdiccional, 
con frecuencia, el juzgador puede adoptar varias soluciones a una misma cuestión, todas 
ellas parecidamente justas y adecuadas al conflicto planteado, sin que la opción por una 
de ellas suponga inexactitud o error respecto de las demás; por ello es que se encuentra 
vedado al órgano administrativo aceptar denuncias que refieran a la interpretación de 
normas jurídicas, valoración de pruebas y otros elementos netamente jurisdiccionales, 
los cuales pueden ser revisados únicamente en virtud de los recursos procesales 
previstos por las leyes tales como el recurso de apelación, de hecho, extraordinario de 
casación y aún la acción extraordinaria de protección (en errores con afectación de tal 
naturaleza), para que dichos yerros puedan ser corregidos por el tribunal superior o la 
Corte Constitucional, según corresponda. 
Por ello es que uno de los requisitos necesarios para la configuración del error 
inexcusable, es que se vulnere un mandato o hecho claro, expreso e inconfundible, por 
ende, si es un caso que puede tener una o más respuestas correctas, la decisión no podría 
subsumirse en cualquiera de esas decisiones o interpretaciones correctas. 
Ahora bien, también se debe partir señalando que la sentencia es un acto 
jurisdiccional por excelencia; acto por el cual el administrador de justicia legitima su 
intervención ante las partes procesales y la sociedad. Este tipo de actuaciones solo 
pueden ser revisadas en razón de los recursos previstos por la legislación, pues como lo 
señala Francisco Távara Córdova: “[E]l juez puede equivocarse, pero desde luego, el 
remedio para esa patología no puede venir por la línea disciplinaria, sino a través de los 
recursos o de la exigencia de otra forma de responsabilidad, reservando lo disciplinario 
a su estricto campo”, por ello Piedad González Granda, citada por Francisco Távara 
Córdova, señala que la potestad disciplinaria no puede expandirse para sancionar las 
diferencias entre tribunales sobre la interpretación y la aplicación del ordenamiento 
jurídico”.128 
Para ello existen organismos, dentro de la misma actividad jurisdiccional, que 
pueden desarrollar un sistema de control de la actividad jurisdiccional mediante los 
recursos procesales o a través del control de legalidad ejercido por la Corte Nacional de 
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Justicia, e inclusive, el control constitucional –y de convencionalidad– ejercido por la 
Corte Constitucional. 
En virtud del mecanismo del sistema de recursos procesales, el artículo 131 
numeral 3 del COFJ faculta a los tribunales declarar la incorrección en la tramitación o 
el error inexcusable, y así debe procederse ya que, como lo indica Cristina Víquez 
Cerdas, la sola posibilidad de que en vía de régimen disciplinario se pueda valorar el 
acierto o desacierto de una resolución judicial concreta, invade la esfera jurisdiccional y 
atenta contra la independencia judicial.129 
Súmese a ello la carencia de seguridad jurídica que produce la indeterminación 
legal del error inexcusable lo que permite que la valoración sea aplicada con demasiada 
discreción por parte del órgano administrativo, quienes desde el periodo de su 
renovación, luego de la Asamblea Constituyente a la fecha, ha dictaminado varios de los 
criterios para su determinación; criterios que van desde la aplicación indebida, la falta 
de aplicación y la errónea interpretación130 de preceptos jurídicos131 hasta aquel 
concepto equivocado de actuar abiertamente en contra de una norma jurídica legítima 
que contiene una obligación clara, inequívoca y prescriptiva,132 que concluye en la 
revisión de criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y otros 
elementos netamente jurisdiccionales.133 
                                                     
129 Víquez Cerda, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y civil del 
juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos: ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza Escalante, 1191. 
130 Como se describe en líneas superiores, no cualquier error puede ser considerado como inexcusable, 
sino que este debe ser palmario, patente, craso, que comprometa a la idoneidad y capacidad profesional 
del administrador de justicia, es decir, se trata de errores sobre aspectos básicos e indispensables para el 
ejercicio del cargo, sin los cuales una persona no podría ejercitar una designación frente a la 
administración de justicia; caso contrario, bajo este criterio, todos los procedimientos que son aceptados 
mediante el recurso extraordinario de casación, que contiene las mismas causales descritas, caería dentro 
del ámbito de error inexcusable; con ello se crearía un estado de default de la administración de justicia. 
131 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. MOT-142-UCD-012-PM 
en cuya parte medular del numeral sexto establece: “De los hechos analizados, se concluye que los 
servidores judiciales sumariados cometieron error inexcusable, al aplicar indebidamente, disposiciones 
expresas de la Ley Orgánico de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional es (sic) establece la 
improcedencia de la acción de la Acción de Protección cuando el acto administrativo, presuntamente 
violatorio de un derecho, puede ser impugnado por la vía judicial”; criterio que analiza el ámbito 
netamente jurisdiccional de control constitucional, revisa una decisión judicial e impone un criterio 
desacertado respecto de la naturaleza de la acción de protección. 
132 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. D-0979-UCD-2013-PM. 
133 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. MOT-620-UCD-011-PM, 
en el cual se señala en la parte final del numeral sexto: “Consecuentemente, la acción de protección 
propuesta por el señor Vicente Zumba Cabrera era improcedente, y en este sentido debió declarársela, 
pues la vía constitucional tiene por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la 
Constitución y tratados internacionales sobre derechos humanos, y no la impugnación de un acto 
administrativo que pretende la restitución del cargo de un servidor público”, desconociendo de esa forma 
la soberanía e independencia judicial e incluso la naturaleza jurídica de la acción de protección. 




Sobre este tema, la Corte Suprema ha señalado que: 
 
El error judicial no dimana de la simple revocación o anulación de las resoluciones judiciales, 
debiéndose entender por error judicial toda decisión o resolución, dictada por los órganos de la 
Administración de Justicia, injusta o equivocada, pero el yerro debe ser palmario, patente, 
manifiesto, indudable e incontestable, de un modo objetivo y no tan sólo a ojos de quienes fueron 
parte o se sienten perjudicados, pudiéndose agregar que dicho error puede ser fáctico o jurídico, 
teniendo indebidamente probados determinados hecho o desconociendo o ignorando los 
preceptos legales o las normas aplicables o incurriendo en flagrante equivocación al aplicarlas o 
interpretarlas.134 
 
Como lo indica Cristina Víquez, no todas las infracciones a la ley pueden dar 
lugar a una responsabilidad porque se trata del campo de acción del juez, cuyo producto 
siempre es una síntesis de la labor de interpretación de los hechos debatidos y de las 
normas que gobiernan el caso, tanto en su letra, como en su espíritu, de manera que por 
tratarse de una labor intelectual dirigida a desentrañar sentidos que pueden ser diversos 
según los parámetros de interpretación de los hechos y de las normas, porque nadie 
puede reputarse dueño de la verdad absoluta, de ahí la necesidad de reconocer un 
margen razonable de discrecionalidad.135 
Jorge Malem Seña indica, adicionalmente, que el juez debe saber que no existe 
un único concepto de verdad y que en el acervo cultural existen una serie de categorías 
y conceptos controvertidos cuyo uso dependerá en parte para la decisión que se debe 
adoptar.136 
Por lo anteriormente anotado, el error inexcusable si bien debe constar como 
causal sancionatoria, pues el sistema tiene como objetivo asegurar la eficiencia y 
corrección de las funciones del Poder Judicial para garantizar una correcta 
administración de justicia137, no debería establecerse mediante un procedimiento 
administrativo ya que invade la esfera jurisdiccional. 
 
                                                     
134 Ecuador, Corte Suprema de Justicia, Tercera Sala de lo Civil y Mercantil, Registro Oficial No. 700 del 
8 de noviembre de 2002. Juicio No. 158-2002. Sentencia del 29 de julio de 2002, a las 11h00. 
135 Víquez Cerda, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y civil 
del juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos: ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza Escalante, 
1201. 
136 Jorge Malem Seña, Los saberes del juez, en El error judicial. La formación de los jueces (Madrid: 
Fundación Coloquio Jurídico Europeo, 2009), 105. 
137 Víquez Cerda, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y civil 
del juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos: ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza Escalante, 
1184. 




¿QUIÉN DEBERÍA ESTABLECER LA EXISTENCIA DEL ERROR 
INEXCUSABLE? 
 
 En líneas anteriores se ha señalado que, legalmente, es potestad del Pleno del 
Consejo de la Judicatura el determinar la existencia o no del error inexcusable de 
manera administrativa, previo el debido proceso que se debe seguir; esto por expreso 
mandato del segundo inciso del artículo 178 de la CRE que establece que el Consejo de 
la Judicatura es el órgano de gobierno, administración, vigilancia y disciplina de la 
Función Judicial y que entre las competencias establecidas en los numerales 3 y 5 del 
artículo 181 de la CRE están los de dirigir los procesos de selección de jueces y demás 
servidores de la Función Judicial, así como su evaluación, ascensos y sanción y el velar 
por la transparencia y eficiencia de la Función Judicial.  
 De igual forma, en los artículo 254 y 264, numeral 14, del COFJ se ratifica 
nuevamente dichas atribuciones; por lo que, en el presente estudio no está en discusión 
quién es el órgano legal que está facultado para conocer e imponer las sanciones a los 
administradores de justicia, sino qué organismo debería tener dichas facultades en razón 
de los argumentos revisados ut supra. 
 También se ha revisado que existen legislaciones que se asemejan al caso 
ecuatoriano que dan potestad exclusiva de juzgamiento del error inexcusable al órgano 
administrativo de la Función Judicial, empero, es necesario plantearnos en el presente 
estudio a quién debería corresponder el establecimiento de la existencia del error 
inexcusable, ya que como se ha observado en líneas anteriores, en procedimiento 
administrativo se han estado revisando actuaciones jurisdiccionales, sobre las cuales el 
Pleno del Consejo de la Judicatura no tiene competencia.  
El órgano administrativo no puede ni debe realizar análisis o revisiones respecto 
de la actividad jurisdiccional, pues, a más del hecho que aquello debe ser resuelto a 
través del sistema de recursos de impugnación de las decisiones jurisdiccionales, el 
órgano administrativo, atendiendo al texto del artículo 180 del CRE, no está formado 
necesariamente por abogados; lo pueden conformar profesionales de ramas académicas 
afines a las funciones propias del Consejo.  
Ello explica el motivo por el cual algunos de sus miembros ostentan otros títulos 
distintos al de abogado. Es el caso del Ing. Paulo Rodríguez Noriega quien presidió el 
Consejo de la Judicatura de transición o del Ing. Alejandro Subía Sandoval, ex Vocal 




del Consejo de la Judicatura. Esto es importante, pues si el error inexcusable es un 
concepto indeterminado de difícil conceptualización y noción, una persona que carece 
de formación jurídica tendría aún menos elementos de juicio para poder desentrañar, en 
un caso en concreto, un asunto tan complejo e importante como el error inexcusable. 
Creo que, a efectos de solventar la indeterminación del error inexcusable se debe 
continuar con la línea de desarrollo de los parámetros que actualmente se están 
revisando por parte de la Asamblea Nacional, en el cual, según  el informe de segundo 
debate, se ha dotado al error inexcusable de un concepto y los elementos que integran su 
composición, lo cual permite armonizar con la seguridad jurídica, principalmente con la 
exigencia que el ordenamiento jurídico prexistente tenga un mayor grado de precisión 
(lex certa) a efectos que el administrado pueda proveer su conducta. 
 Ahora bien, cabe advertir lo que establece el artículo 115138 del COFJ. Dicha 
norma establece que no se puede admitir a trámite la queja o denuncia cuando en ella se 
impugnaren criterios de interpretación de normas jurídicas, valoración de pruebas y 
otros elementos netamente jurisdiccionales, siendo en estos casos el organismo 
competente para evaluación del desempeño de la actividad del administrador de justicia, 
la Unidad de Recursos Humanos del Consejo de la Judicatura. 
 Cabe anotar, asimismo, que –de acuerdo a lo establecido en el artículo 76 
numeral 5 de la CRE- si existiese conflicto entre dos leyes de la misma materia que 
contemplen sanciones diferentes por un mismo hecho, se debe aplicar la menos rigurosa 
y que en caso de duda sobre una norma que contenga sanciones, se la aplicará en el 
sentido más favorable a la persona infractora. Conforme lo determina el artículo 108 
numeral 8 del COFJ, el no haber fundamentado debidamente sus actos administrativos, 
resoluciones o sentencias y en general el haber violado los derechos y garantías 
constitucionales en la forma prevista en los artículo 75, 76 y 77 de la CRE es 
sancionado con la suspensión del ejercicio de la función de juez; que resulta una 
sanción menos gravosa (más favorable) para el caso del error inexcusable (al menos 
para aquellos errores que se produzcan del quebrantamiento de las normas citadas).  
                                                     
138 Art. 115.- DENEGACIÓN DE TRAMITE.- No se admitirá a trámite la queja o denuncia si los hechos 
materia de ella no constituyeren infracción disciplinaria, o si hubiese prescrito la acción. Asimismo, no se 
admitirá a trámite la queja o la denuncia si en ella se impugnare criterios de interpretación de normas 
jurídicas, valoración de pruebas y otros elementos netamente jurisdiccionales. En estos casos la queja o 
denuncia se enviará a la Unidad de Recursos Humanos del Consejo de la Judicatura para efectos de la 
evaluación de desempeño. 




También debe recordarse el parámetro establecido por el Pleno del Consejo de la 
Judicatura respecto del error inexcusable, que determina que: el error inexcusable se 
comete en un acto formal y materialmente jurisdiccional y que este se produce cuando 
se actúe de forma abiertamente contraria a una norma jurídica legítima que contiene una 
obligación clara, inequívoca y prescriptiva, sin motivar el desacato de dicha norma.139 
Sin embargo, es de observar que el caso referido, así como tantos otros 
sustanciados tanto por el Consejo de la Judicatura de Transición como el Consejo 
actual, demuestran la inobservancia e inoperancia que tiene el error inexcusable en sede 
administrativa; así, podemos detectar varios casos en los cuales la determinación y 
sanción del error inexcusable cae en la esfera de la revisión de las decisiones 
jurisdiccionales por parte del órgano administrativo, lo cual lesiona el principio de 
independencia judicial. 
Ejemplo de ello es el expediente disciplinario No. MOT-142-UCD-012-PM en el 
cual se declara el error inexcusable por causa de lo siguiente: “los servidores judiciales 
sumariados cometieron error inexcusable, al aplicar indebidamente, disposiciones 
expresas de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional […] 
(sic) establece la improcedencia de la Acción de Protección cuando el acto 
administrativo, presuntamente violatorio de un derecho, puede ser impugnado por la vía 
judicial”, desconociendo la naturaleza de la acción de protección e incluso el precedente 
jurisprudencial140 emitido con efectos erga omnes por parte de la Corte Constitucional 
que en su parte correspondiente señala: 
 
3.3. La Corte Constitucional, tal como lo ha dicho en ocasiones anteriores, determina que los 
servidores públicos, en este caso particular, juezas y jueces del país, cuando conocen de garantías 
jurisdiccionales se alejan temporalmente de sus funciones originales y reciben la denominación 
de juezas y jueces constitucionales, hecho que deviene en que el órgano encargado de sancionar, 
garantizando el derecho al debido proceso y el derecho a la defensa, por deficiencias en la 
sustanciación de las causas, sea la Corte Constitucional. 3.4. La Corte Constitucional en ejercicio 
de la competencia prevista en el artículo 86, numeral 4 de la Constitución de la República, 
determina que las juezas y jueces constitucionales que sin fundamento constitucional y legal 
expidan sentencias dentro de garantías jurisdiccionales, que vuelvan inejecutables las sentencias 
resueltas previamente, podrán ser destituidos de su cargo por parte de la Corte Constitucional, 
garantizándoles el derecho al debido proceso.  
Precedente Constitucional  
La jurisprudencia vinculante desarrollada en esta sentencia constituye precedente constitucional 
y tiene efectos erga omnes. 
                                                     
139 Ecuador, Pleno del Consejo de la Judicatura, Expediente Disciplinario No. D-0879-UCD-2013-PM. 
Véase también los expedientes disciplinarios No. MOT-086-UCD-012-MPE y MOT-620-UCD-011-PM 
140 Ecuador, Corte Constitucional, Registro Oficial No. 351, Segundo Suplemento, 29 de diciembre de 
2010, Sentencia No. 001-10-PJO-CC, caso No. 00999-09-JP. 





Cabe resaltar que la sentencia emitida por la Corte Constitucional data del 28 de 
diciembre de 2010 y que el Consejo de la Judicatura de Transición adoptó la decisión 
antes señalada el 14 de marzo de 2012, arrogándose –aparentemente– atribuciones que, 
en virtud del precedente jurisprudencial antes señalado, corresponden a la Corte 
Constitucional. 
Ahora bien, como se había señalado oportunamente, el artículo 131 numeral 3 
del COFJ concede la facultad a los tribunales, en razón de los recursos previstos en la 
legislación, de revisar las actuaciones jurisdiccionales y declarar la incorrección de la 
tramitación y el error inexcusable; empero, este procedimiento, como se señaló, no 
parece adecuado en razón de que el pronunciamiento se lo realiza en un procedimiento 
dentro del cual el funcionario judicial acusado no es parte, por lo que, no puede 
configurarse un debido proceso que concluya con una sanción, pues no es posible el 
ejercicio del derecho a la defensa. 
Eventualmente, un tribunal de alzada para determinar la existencia de un error 
inexcusable, además de revisar las actuaciones procesales para resolver el caso en 
concreto puesto en su conocimiento, también tendrá que dedicarse a resolver si el juez 
que emitió la decisión se ha constituido como infractor o no del error inexcusable, con 
todos los requerimientos y tratamientos especiales que supone dicha sanción, es decir, 
tendrá que analizar si existieron circunstancias externas e internas que provocaron la 
actuación, como por ejemplo: la carga procesal, la reincidencia, la experiencia, el sujeto 
que provoca la actuación, la aptitud de un juez normal de acuerdo con las características 
propias de la cultura jurídica, los principios y conocimientos básicos del derecho, si se 
trata de un mandato o hecho claro, expreso e inconfundible, en fin, si de la multiplicidad 
de criterios se concluye la ocurrencia del error inexcusable, considerando además que, 
de acuerdo con la CRE, el juez dejó de ser un aplicador mecánico de la ley y es un 
garante activo de los derechos de los ciudadanos,141 entre otros. 
                                                     
141 Entonces, bajo este esquema un caso podrá tener varias soluciones cuantas formas de argumentación 
lógica y racionales disponga el interlocutor en la administración de la justicia, pues como lo señala Juan 
Antonio García Amado: “Ni los principios pesan en sí ni las circunstancias del caso pesan en sí; el 
respectivo peso lo damos nosotros, al sopesarlos. Y en el peso que les asignamos podemos coincidir o no. 
En los casos muy evidentes, a tenor de los valores compartidos o del núcleo fundamental de los mismos, 
coincidiremos; en los casos difíciles y que, por tanto, requerían balanza de más precisión, discreparemos. 
Juan Antonio García Amado, Un debate sobre ponderación (Lima-Bogotá: Palestra, Temis, 2016), 52 y 
53. 




Deberá tomarse en consideración también que, la finalidad del juez como garante 
de derechos, según lo señala Carlo Guarnieri,142 es la de defender los derechos de los 
individuos frente a posibles abusos de las instituciones político-representativas y que los 
márgenes de creatividad con las que el juez debe interpretar los valores y principios son 
amplios y no restrictivos, y aquello conlleva a reconocer la existencia de una 
discrecionalidad de la actividad judicial;143 claro está, que dicha discrecionalidad 
conlleva un control de legitimación a través de la racionalidad de las decisiones que 
deben, en todo momento encontrarse apegadas a la Constitución y las leyes.  
Es criterio de este autor, finalmente, que la facultad de determinación del error 
inexcusable, dada sus características, debería atribuirse –mediante un cambio en nuestra 
legislación- a un tribunal colegiado jurisdiccional que debería ser conformado por el 
más alto órgano de cierre de la justicia ordinaria, en este caso: la Corte Nacional de 
Justicia, en donde el Consejo de la Judicatura, como órgano de control, sea participe en 
ejercicio de sus facultades de inspectoría, es decir, de vigilancia y control, pudiendo, a 
través de dicho órgano, establecer los medios de control adecuados y necesarios para 
que, en caso de verificarse el cumplimiento de infracciones por parte de los servidores 
judiciales que impliquen su destitución, puedan presentar las acusaciones 
correspondientes como órgano titular de la acción, sin perjuicio de las acusaciones 
particulares que se presente, para que dicho tribunal colegiado jurisdiccional, 
determinado por ley, previo el debido proceso, con la votación de la mayoría simple de 
sus miembros, determine la existencia o no del error inexcusable. 
 
¿EXISTE PROPORCIONALIDAD ENTRE LA INFRACCIÓN Y LA SANCIÓN 
POR ERROR INEXCUSABLE? 
  
La CRE establece en su artículo 76 numeral 6 que, 
 
Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: […] 6. La 
ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza. 
 
                                                     
142 Carlo Guarnieri y Patrizia Pederzoli, Los jueces y la política: poder judicial y democracia (España: 
Taurus, 1999), 70 
143 Ibíd., 135. 




En sentido amplio, la proporcionalidad exige que exista una debida adecuación 
entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicable, 
pudiendo ser revisable, por mandato constitucional, las conductas que no guardan 
relación con los bienes jurídicos protegidos por la norma sancionadora, ni con la 
determinación de las sanciones aplicables.144 
Considerando que, de acuerdo con el  artículo 11 numeral 6 de la CRE, todos los 
principios son inalienables, irrenunciables, indivisibles, interdependientes y de igual 
jerarquía, es decir: no existen derechos absolutos, tanto la ponderación como la 
proporcionalidad se vuelven herramientas importantes al momento de realizar análisis e 
interpretaciones de los mismos. 
El artículo 76 numeral 6 de la CRE establece, como parte del debido proceso, a 
la proporcionalidad y establece que: 
 
En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: […] 6. La 
ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones penales, 
administrativas o de otra naturaleza. 
 
Luigi Ferrajoli explica el principio de proporcionalidad de la siguiente manera: 
 
El hecho de que entre pena y delito no exista ninguna relación natural no excluye que la primera 
deba ser adecuada al segundo en alguna medida. Al contrario, precisamente el carácter 
convencional y legal del nexo retributivo que liga la sanción al ilícito penal exige que la elección 
de la calidad y la cantidad de una se realice por el legislador y por el juez en relación con la 
naturaleza y la gravedad del otro. El principio de proporcionalidad expresado en la antigua 
máxima ponea debet commensurari delicto es en suma un corolario de los principios de 
legalidad y de retribuitividad, que tienen estos su fundamento lógico y axiológico.145 
 
El principio de proporcionalidad, según Carlos Bernal Pulido, está provisto de 
una estructura argumentativa mediante la cual es viable efectuar esta delimitación de la 
forma más racional posible,146 sin embargo, esta fórmula lleva un amplio margen de 
subjetividad en la catalogación del grado de intervención.147 Existen algunas variantes 
que se deben tomar en consideración a efectos de poder realizar un análisis de 
proporcionalidad, que consisten en la interdicción del exceso, la prohibición de 
                                                     
144 Álvarez Arias, “Responsabilidad disciplinaria de los jueces”, 113. 
145 Luigi Ferrajoli, Derecho y razón. Teoría del garantismo penal (Madrid, Trotta, 2009), 397 y 398. 
146 Carlos Bernal Pulido, El principio de proporcionalidad de la legislación penal, en Argumentación 
jurídica el juicio de ponderación y el principio de proporcionalidad (México D.F., Editorial Porrúa S.A., 
2011), 207. 
147 Ibíd., 212. 




protección deficiente y el margen de acción legislativo; cuando Bernal Pulido se refiere 
a la primera de ellas señala que los derechos de defensa, libertad en general y los demás 
derechos fundamentales prohíben que las medidas que adopte el legislador sean 
excesivas, la segunda variante se toma desde el punto de vista de la satisfacción de las 
exigencias impuestas por los derechos de protección y la última que refiere al ejercicio 
de las competencias del legislador con suma prudencia e imponiéndose una razonable 
auto-restricción.148 
Claro está que lo excesivo no puede ser determinado en abstracto, sino que en el 
caso en concreto.149 Se trata, entonces, de la comparación de dos intensidades o grados, 
el de la realización del fin de la medida examinada y el de la afectación del derecho 
fundamental. Empero, como lo señala el autor citado, mientras menos grave sea un 
delito; menos justificada estará la restricción intensa de la libertad, en razón de ello, 
sostiene el autor, es inconstitucional la ley que atribuya a un hecho punible menos grave 
una pena superior que a uno más lesivo. 
Son tres los elementos del juicio de proporcionalidad:150 1) idoneidad o 
adecuación, es decir que ésta sea susceptible de alcanzar el objetivo perseguido con 
ella: limitar el derecho fundamental como única forma para alcanzar un determinado 
propósito, el cual debe ser, además constitucionalmente legítimo. La medida debe ser 
funcionalmente idónea, es decir, debe servir para limitar el derecho por la razón que 
justifica la existencia del límite; 2) necesidad o intervención mínima que consiste en una 
medida limitativa que debe ser necesaria e imprescindible para alcanzar el fin 
perseguido con el límite, pues no debe existir otro medio menos oneroso para lograrlo, 
es decir, el medio debe resultar el menos gravoso para alcanzar aquella finalidad;151 y, 
3) proporcionalidad en sentido estricto que refiere a que debe guardar una relación 
razonable con el peso e importancia de los argumentos que hablan a favor de una mayor 
                                                     
148Ibíd., 207 a 217. 
149Ibid., 209. 
150 Carlos Bernal Pulido, El principio de proporcionalidad de la legislación penal, en Argumentación 
jurídica el juicio de ponderación y el principio de proporcionalidad (México D.F., Editorial Porrúa S.A., 
2011), 210 y 211. 
151 Ignacio Villaverde Menéndez, La resolución de conflictos entre derechos fundamentales. El principio 
de proporcionalidad, en Argumentación jurídica: el juicio de ponderación y el principio de 
proporcionalidad (México D.F., Editorial Porrúa, S.A., 2011), 108 y 109. 




y mejor protección del derecho afectado,152 es decir, el grado de la intervención debe ser 
por lo menos equivalente al grado de afectación del derecho fundamental. 
Ahora, para determinar los presupuestos de control mediante el principio de 
proporcionalidad respecto de las normas, según lo señala Gloria Lopera Mesa,153 en 
primer lugar se debe determinar cuáles son los derechos fundamentales prima facie 
afectados, para luego examinar la legitimidad constitucional del fin perseguido; para 
ello se debe establecer cuál es el bien jurídico que el legislador busca proteger con su 
intervención y luego verificar si la protección no está prohibida. 
Para ejecutar el examen de idoneidad señala que se debe proceder analizando la 
idoneidad de la norma de conducta verificando si la acción u omisión descrita en el tipo 
es susceptible de afectar al bien jurídico cuya tutela se pretende y también se debe 
determinar la idoneidad de la norma de sanción que exige establecer si la advertencia 
representa un medio para prevenir la realización de la conducta prohibida. 
En cuanto a la necesidad, esta se produce mediante la comparación entre la 
medida enjuiciada y otros medio alternativos atendiendo a dos parámetros: su idoneidad 
para promover el fin legislativo y su menor lesividad con relación a los derechos 
fundamentales afectados por la intervención legislativa, para ello es imperioso 
determinar la necesidad de la norma de conducta, es decir, acreditar que no existe otra 
alternativa de tipificación que sea igualmente idónea para proteger el bien jurídico y al 
mismo tiempo menos lesiva para el derecho fundamental afectado por la prohibición, 
siendo que aquello puede consistir en la desregularización o plena liberalización de la 
conducta prohibida, o bien en la búsqueda de alternativas de tipificación que reduzcan 
el ámbito de lo prohibido. Este juicio debe orientarse a determinar si aquellas 
modalidades de regulación alternativa son más eficientes a través de mecanismos de 
merecimiento que refieren a la importancia del bien jurídico y la gravedad del ataque, y 
mecanismos de importancia que obligan a considerar la frecuencia de afectación del 
bien jurídico a través de la conducta incriminada. Así también, debe determinarse la 
necesidad de la norma de sanción a través de la búsqueda de penas alternativas que se 
configuren a través de dos fases: inicialmente deben buscar la existencia de otros 
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medios suficientemente aptos para proteger al bien jurídico y luego determinar la clase 
y cuantía de la sanción prevista por el legislador de modo que sea la mínima necesaria 
para cumplir con la finalidad preventiva. 
Finalmente, la citada autora trata el tercer sub-principio: la proporcionalidad en 
sentido estricto, que consiste en una ponderación en la que toman parte los principios 
iusfundamentales afectados por la definición de la conducta prohibida y su 
correspondiente pena y, por otro lado, los principios que ordenan la protección de 
aquellos bienes jurídicos que respaldan la intervención legislativa. 
En el tema del presente trabajo, frente a un caso en concreto, podrían llegar a 
colisionar el principio de independencia judicial que busca proteger que las decisiones 
judiciales sean tomadas únicamente con base de la Constitución y las leyes, frente al 
principio de responsabilidad que pretenden proteger la eficiente y correcta 
administración de justicia. 
A lo largo del presente estudio se ha podido verificar que la conducta tipificada 
en el artículo 109 numeral 7 del COFJ, referente al error inexcusable, corresponde a un 
tipo de norma indeterminada y su descripción se encuentra indebidamente estructurada. 
No obstante, la infracción de la conducta correspondiente a una actuación con error 
inexcusable conlleva que, una vez declarada, la sanción sea la destitución del 
funcionario judicial. 
A criterio de este autor, el error inexcusable, tal cual, como se lo ha venido 
concibiendo administrativamente por parte del Consejo de la Judicatura, rompe el 
esquema de la proporcionalidad. La sanción de destitución para un funcionario judicial 
es una medida drástica y de ultima ratio que, antes que referirse al análisis de las 
actuaciones jurisdiccionales, debería estar contemplada –como en efecto lo determina el 
artículo 109 del COFJ– para otro tipo de actuaciones u omisiones que sean dolosas 
como por ejemplo: la retención de procesos, la introducción extemporánea de 
documentos al expediente, el haber sido sancionado con pena privativa de libertad, el 
utilizar documentos falsos, entre otros. 
El juez no debe más sometimiento que a la Constitución y a las leyes, de allí 
que, los magistrados y los jueces que se hallan en un nivel jurisdiccional superior no 
pueden darle instrucciones ni disposiciones acerca de cómo han de resolver las causas 
que están en su conocimiento salvo que se lo haga por intermedio de una norma legal o 
a través de resoluciones obligatorias. Santiago Andrade Ubidia señala que las instancias 




administrativas pueden dar a los jueces disposiciones en el orden administrativo en 
asuntos como la utilización de los locales y demás recursos materiales, horarios, control 
de asistencia, etc., pero en ningún caso y por ningún concepto puede impartirles 
instrucciones acerca de la forma como han de cumplir con su labor jurisdiccional.154 
El perseguir con pena de destitución los desaciertos intelectuales que cometa el 
administrador de justicia no es proporcional con el fin que busca proteger la norma 
pues, como se ha evidenciado en el presente estudio, dentro de un problema pueden 
existir varios criterios, todos de igual valía, por lo que, la medida de destitución puede 
servir como medida de coacción psicológica para imponer una determinada conducta de 
forma de pensar, lo que cortaría la creatividad del operador de justicia y por ende, la 
evolución del derecho. 
Ahora bien, se debe considerar que la confluencia de sanciones disciplinarias 
con otro tipo de sanciones puede operar cuando las normas establecen varias sanciones 
para un mismo hecho, pretendiendo proteger distintos bienes jurídicos, o bien cuando 
dos normas de distinto género establecen diversas sanciones en protección de un mismo 
bien jurídico.155 
Según Ramírez Gómez, no pueden aplicarse conjuntamente normas 
sancionadoras a una misma conducta cuando se trata de proteger un mismo bien 
jurídico, ya que esto supone sancionar doblemente, desde una perspectiva de defensa 
social, los mismos hechos.156 
Adicionalmente a ello, se observa que existen otros medios adecuados, 
necesarios e idóneos que permiten al órgano de control proteger la eficiente y correcta 
administración de justicia a través del principio de responsabilidad; ejemplo de ello, es 
la prohibición contemplada en el artículo 108 numeral 8 del COFJ que, a más de 
contener características que engloban la protección de la eficiencia de las decisiones 
jurisdiccionales –causal que tampoco debería ser conocida por el órgano administrativo 
de la Función Judicial–, en aplicación del artículo 76 numeral 5 de la CRE, al existir un 
conflicto de sanciones diferentes por un mismo hecho, debería aplicar la menos 
rigurosa, estos es, la  que contempla la sanción de suspensión, mecanismo que parecería 
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adecuado para corregir oportunamente los errores que se cometen dentro de las 
actividades jurisdiccionales. 
La protección de la eficiente y correcta administración de justicia concluye –en 
nuestro sistema– en la determinación administrativa del error inexcusable. No obstante, 
también se encuentra protegida a través del derecho penal y el sistema de 
responsabilidad civil directa del funcionario judicial por lo que, existen otras medidas 
menos drásticas que protegen eficientemente la tutela del principio de responsabilidad y 
la correcta y eficiente administración de justicia. 
 
¿EXISTE VULNERACIÓN AL PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA JUDICIAL 
CUANDO SE SANCIONA EL ERROR INEXCUSABLE? 
 
El artículo 168 numeral 1 de la CRE, establece como uno de los principales 
principios de la administración de justicia: el goce de independencia interna y externa, 
proscribiendo la violación de dicho principio cuya sanción conlleva responsabilidad 
administrativa, civil y penal, de acuerdo con la ley. 
En razón del bloque de constitucionalidad también es necesario señalar que la 
independencia judicial se encuentra protegida por instrumentos internacionales de 
derechos humanos; así la garantía de ser escuchado con las debidas garantías por un 
juez o tribunal independiente, imparcial y competente se encuentran descritas en el 
artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, artículo 14 
del Pacto Internacional de Derechos Civil y Políticos de 1966, en las decisiones 
adoptadas por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas para la Prevención del 
Delito y el Tratamiento del Delincuente, el artículo 40 del Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional de 1998, en el artículo sexto de la Convención de Salvaguardia de 
los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales de 1950, en el artículo 8 
numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, mejor conocida 
como Pacto de San José de Costa Rica, de 1969, entre otras.157  
La independencia judicial para María Luz Martínez Alarcón, aparece como una 
categoría funcional que implica la ausencia de subordinación jurídica en el ejercicio de 
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la función jurisdiccional y, por tanto, la vertiente funcional de la separación de poderes, 
y el sometimiento del operador jurídico al Derecho y, como consecuencia de ello, la 
imparcialidad en el ejercicio de dicha función jurisdiccional. La ratio, nos señala 
Martínez Alarcón, de la independencia judicial es la imparcialidad, la cual se mide por 
el sometimiento del operador de justicia a las pautas jurídicas previamente establecidas 
para la resolución del caso en concreto o por la desvinculación de determinados factores 
que pueden asegurar su dependencia.158 
Este principio es un requisito básico que tiene toda persona y es fundamento 
esencial de la justicia que debe impartir el Estado. Según Juan Montero Aroca, el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en varias ocasiones ha señalado que para 
determinar si un tribunal o juez es independiente se debe atender al modo de 
designación, duración del mandato de sus miembros y la existencia de medidas de 
protección en contra de presiones;159 en cuanto a este último, se resalta que se empieza a 
ser o no independiente desde el momento mismo del nombramiento atendiendo al 
sistema de selección y todo el sistema conformado de la carrera judicial, por lo que la 
existencia de un estatuto o norma que le permita al ser juez independiente no asegura 
que efectivamente lo sea,160 pues aquello finalmente dependerá de la carencia de 
coacciones externas e internas a las funciones del operador de justicia y hasta de la su 
ética y principios. 
La independencia judicial, como lo reseña Enrique Tapia Witting, es el grado en 
el cual los jueces deciden, de acuerdo con sus propios conceptos y conocimientos, sobre 
las pruebas del derecho y de la justicia, libres de toda coerción, castigo o amenaza tanto 
de autoridades políticas como de particulares.161 
German Burgos Silva entiende que la independencia judicial tiene una 
connotación fundamentalmente negativa que se traduce en la ausencia de injerencias en 
la labor de administrar justicia por parte de los poderes ejecutivo y legislativo, las partes 
de un proceso, los actores sociales u otros organismos vinculados a la administración de 
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justicia,162 en la cual existen dos dimensiones: una personal o subjetiva y la otra 
institucional. 
También señala el mentado autor que, cuando el poder político está controlado 
por un solo partido o movimiento muy compacto y unido por un periodo prolongado de 
tiempo, aumenta la capacidad para introducir reformas que conlleven subordinación de 
los jueces. 
Para Owen Fiss, un juez independiente es aquel que no se encuentra bajo la 
influencia o control de nadie, requiriéndose independencia de las partes en litigio, de la 
autonomía de la voluntad que concierne a las relaciones entre colegas y la insularidad 
política que requiere que la judicatura sea independiente de instituciones políticas y del 
público en general. 
Terri Peretti señala que el respeto a la independencia judicial puede implicar que 
la parte que actualmente controla el gobierno sacrifique algunos de sus objetivos 
políticos, pero también implica que, cuando esa parte abandone el poder, sus oponentes 
enfrenten limitaciones similares.163 
Sebastián Linares nos enseña que una condición de la independencia judicial es 
que no se ejerza poder sobre el juez por medio de sobornos, amenazas, coacción, uso de 
la fuerza, lealtades políticas o acciones fuera del marco de la ley. Sin embargo, como lo 
resalta Orlando Álvarez, el principio de independencia institucional del poder judicial 
con respecto a los demás poderes políticos no es absoluto ya que siempre existirá un 
margen de injerencia de los demás poderes en el poder judicial que se justifica por 
razones de cooperación institucional, por ejemplo, la lucha en contra del cometimiento 
de delitos, que resulta tolerado siempre y cuando no se desnaturalice ni distorsione la 
potestad jurisdiccional,164 pues la justicia se ha convertido en un partner de los procesos 
políticos mediante la facultad de interpretar y criticar la constitucionalidad de las 
normas,165 y de esa forma construir parte de la institucionalidad de acuerdo a sus 
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competencias; esto último aplica siempre y cuando exista una verdadera independencia 
en sentido amplio y se ejerza plenamente la institucionalidad. 
Para Sebastián Linares la independencia también goza de otras cualidades como 
una adecuada formación que permita al operador de justicia fundar su decisión en el 
Derecho (ley, jurisprudencia, doctrina, principios generales, etc.) y la ausencia de 
injerencias indebidas. Para que un juez sea independiente es necesario que esos otros 
agentes de la realización no ejerzan ciertos tipos de poder sobre el juez como sobornos, 
amenazas, coacción, manipulación ideológica o lealtades políticas.166 Por lo que, la 
independencia es un concepto que se refiere al hecho de que un juez interprete el 
derecho (dimensión positiva), libre de injerencias de las partes, de otros jueces, del 
gobierno, de la sociedad civil, entre otros, y sin sesgos subjetivos o lealtades políticas 
preconcebidas (dimensión negativa).167  
German Burgos señala que la creación de los Consejos de la Judicatura en sus 
distintas modalidades no ha tenido el impacto esperado; buena parte de ellos han sido 
objeto de clientelismo político y judicial que les ha dificultado tener la fortaleza y 
capacidad técnica para desarrollar sus funciones y los ha sumido en un proceso de 
burocratización;168 manifestación que corrobora Margert Popkin quién señala que en la 
práctica muchas veces los Consejos de la Judicatura han reflejado la misma politización 
que debían ayudar a reducir, creando nueva burocracia y, en general, sin cumplir con las 
expectativas.169 
Si hacemos un examen histórico de los últimos diez años a la fecha de los 
antecedentes laborales de los miembros del actual Consejo de la Judicatura, vamos a 
encontrar que casi la totalidad de los miembros han estado vinculados a la política y en 
especial al gobierno de turno lo que de por sí, genera una gran desconfianza con 
relación a la independencia judicial. 
Margaret Popkin establece como ejemplo la conformación que tiene el Consejo 
de la Judicatura de El Salvador que se encuentra compuesto por seis miembros, ninguno 
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de ellos del poder judicial, ni ejecutivo, ni legislativo sino representantes de la sociedad 
civil, conformado por la comunidad académica y la profesión legal;170 a ello podríamos 
incluir otros requisitos como no haber pertenecido a partido o movimiento político, 
entre otros. 
Popkin también indica que muchas veces los sistemas disciplinarios han sido 
utilizados por razones políticas o para castigar a los jueces independientes que 
promulgan decisiones contrarias a los puntos de vista de sus jefes en la jerarquía 
judicial,171 también señala que los sistemas de selección supuestamente objetivos y 
basados en el mérito obviamente pueden estar sujetos a la manipulación ya que algunas 
calificaciones destacadas (como por ejemplo entrevistas) no se pueden medir con 
facilidad y siempre hay muchas oportunidades para ejercer influencia.172  
En Ecuador, se ha podido verificar que la calificación del error inexcusable por 
parte del organismo administrativo, en varios casos, ha llevado a determinar la revisión 
de las decisiones jurisdiccionales, lo cual innegablemente– invade la esfera del principio 
de independencia judicial y a través de dichas resoluciones administrativas ha creado un 
ambiente de coacción a los administradores de justicia ya que, al no coincidir con el 
criterio del órgano administrativo frente a una determinada actividad jurisdiccional 
podrían ser destituidos. 
Uno de los casos relevantes que se ha tomado para el presente estudio es el 
sustanciado por parte del Pleno del Consejo de la Judicatura en contra de los doctores 
José Suing Nagua  y Gustavo Durango Vela, ex juez y ex conjuez de la Corte Nacional 
de Justicia, en el cual, el Pleno del Consejo de la Judicatura determinó la existencia de 
error inexcusable a causa de resolver un recurso de casación con base a una causal 
distinta a la propuesta por el recurrente y porque se valoró (presuntamente) la prueba 
como si se tratase del antiguo recurso de tercera instancia. Sin entrar a analizar a fondo 
el asunto, los hechos acusados por el Pleno del Consejo de la Judicatura caen en el 
plano de la revisión de la actuación jurisdiccional pues, señalan como una de las 
causales para que se haya configurado el error inexcusable la interpretación que dio 
dicho Tribunal sobre la procedencia o no de una causal de casación, sin considerar, por 
ejemplo, que existen muchos otros casos en los que la Corte Nacional y la ex Corte 
Suprema de Justicia, en materia tributaria, fueron mucho más laxos al momento de 
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resolver los recursos de casación planteados. Llama la atención de especial forma el 
modo mediante el cual el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió revisar una 
actuación jurisdiccional, revisando incluso su motivación, más aun cuando ni siquiera se 
observa si se trata o no de un criterio de interpretación de normas, tampoco se trata de 
un error que fue cometido con reincidencia o si existen otras tantas soluciones al 
planteamiento del problema, entre otros requisitos dispuestos para la configuración del 
error inexcusable.  
También se deben advertir aquellas actuaciones que parece se encuentran fuera 
de las potestades y competencias del Consejo de la Judicatura. En los expedientes 
disciplinarios 201-UCD-011-MAC (DG-500-2010-M) y MOT-642-UCD-011-PM 
(DPLR-013-2011-JJ), el Consejo de la Judicatura dictó medidas cautelares permanentes 
de carácter constitucional en franca violación de algunos precedentes vinculantes 
dictados por el máximo órgano constitucional de la República.173 
También existen casos en los cuales el Consejo de la Judicatura impuso su 
criterio por sobre el criterio jurisdiccional, afectando de esa forma la independencia 
judicial. Esto sucedió dentro del expediente disciplinario MOT-142-UCD-012-PM en el 
que señaló: “De los hechos analizados, se concluye que los servidores judiciales 
sumariados cometieron un error inexcusable, al aplicar indebidamente, disposiciones 
expresas de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (sic) 
establece la improcedencia de la Acción de Protección cuando un acto administrativo 
presuntamente violatorio de un derecho, puede ser impugnado por la vía judicial”, 
desconociendo así la naturaleza jurídica de la acción de protección y la independencia 
judicial al ser notorio el criterio que se pretendía imponer mediante dicha decisión, esto 
es, evitar la admisión y concesión de las acciones de protección que se proponían en 
contra de las decisiones del Estado. Caso similar fue tratado dentro del expediente 
disciplinario No. MOT-126-SNCD-2014-AB y A-0661-UCD-012-PRS. 
De esa forma, con pretexto de la aplicación del error inexcusable, el Consejo de 
la Judicatura ha revisado las actuaciones jurisdiccionales de los operadores de justicia, 
provocando con ello una afectación a la esfera del principio de independencia judicial; 
adicionalmente a ello, la figura del error inexcusable, en la forma en la que ha venido 
siendo aplicada por el Consejo de la Judicatura, también ha configurado un mecanismo 
                                                     
173 Ecuador, Corte Constitucional, Registro Oficial No. 351, Segundo Suplemento del 29 de diciembre de 
2010, Sentencia No. 001-10-PJO-CC, caso No. 00999-09-JP. 




de coacción psicológica a los administradores de justicia, pues frente a una medida tan 
drástica como la destitución, se pretenden imponer los criterios, no por la vía de 
precedentes vinculantes, sino por vía administrativa a través de los criterios del órgano 
administrativo de la Función Judicial, a pesar de que el Consejo de la Judicatura niega 
enfáticamente aquello;174 no obstante, en caso de desacato de tales criterios del órgano 
administrativo lo más probable es que, se sancione al operador de justicia con la 
destitución por error inexcusable.175 
Lo más adecuado, a la luz de todo lo analizado en el presente trabajo es que se 
readecúe y restructure la figura del error inexcusable, tanto en cuanto al órgano que 
debe tener competencia para su sanción, como a sus elementos configurativos. La 
necesidad de readecuación es tal que el propio Consejo de la Judicatura en su 
presentación titulada “Aplicación de la figura disciplinaria del error inexcusable 
previsto en el Código Orgánico de la Función Judicial y su beneficio para la 
ciudadanía”176, realizó una propuesta de reforma al artículo que regula el error 
inexcusable y propuso lo siguiente:  
 
Artículo…- Error Inexcusable.- Se entiende por error inexcusable la notoria ineptitud o descuido 
del servidor judicial, quien al momento de cumplir sus funciones inobserva un mandato legal 
expreso, separándose de toda interpretación admisible e imposible de justificar, de acuerdo con 
las reglas de la lógica y la argumentación jurídica.   
 
Actualmente, la Asamblea Nacional se encuentra tramitando el informe para 
segundo debate de la Ley Orgánica Reformatoria del Código Orgánico de la Función 
Judicial177, dentro del cual se ha contemplado algunos cambios a las figuras estudiadas 
en el presente trabajo, tales como la definición y distinción del error judicial del error 
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inexcusable y dentro de éste último, para el caso de los jueces, la necesidad de su 
declaratoria judicial previa, un procedimiento especial, efectos y, finalmente, la 
posibilidad de una audiencia para su resolución. 
 
En cuanto al error judicial, el artículo 3 de la mencionada Ley Orgánica 
Reformatoria contempla el siguiente contenido:  
 
El error judicial se produce por error de hecho o de derecho en la administración de justicia o en 
el despacho judicial. Las acciones por error judicial, retardo injustificado o inadecuada 
administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por violaciones de 
los principios y reglas del debido proceso, podrán interponerse, de manera independiente, en 
cualquier materia.   
 
Referente al error inexcusable se amplía sus características: para el caso de los 
jueces, se requiere de una declaratoria judicial previa, se establece un procedimiento 
especial para su determinación, se establece los efectos de su declaratoria y se abre la 
posibilidad de solicitar audiencia para su determinación; así, los artículos 5, 7, 8 y 9 de 
la Ley Reformatoria antes señalada, establecen lo siguiente:  
 
Artículo 5.- Sustitúyase el número 7 del artículo 109 por el siguiente texto:  
 
“7. Intervenir en las causas que debe actuar, con dolo, manifiesta negligencia o error 
inexcusable. Se entiende por error inexcusable, la notoria ineptitud o descuido del 
servidor judicial, quién al momento de cumplir sus funciones inobserva un mandato 
legal expreso, cometiendo una equivocación crasa de derecho, al separarse de toda 
interpretación admisible e imposible de justificar jurídicamente de acuerdo con las 
reglas de la lógica y la argumentación jurídica”. 
 
Artículo 7.- Agregase al final del artículo 109, los siguientes párrafos: 
 
“En el caso de la infracción de error inexcusable contenida en el numeral 7 de este 
artículo, únicamente en el caso de jueces, deberá ser declarada previamente y de forma 
motivada, por un juez superior, a petición de parte o de oficio, dentro de los recursos 
establecidos en la ley de cada materia, quién remitirá dicha declaración al Consejo de la 
Judicatura para que en uso de sus atribuciones constitucionales y legales proceda con el 
trámite administrativo correspondiente, garantizando los derechos constitucionales de 
los servidores judiciales. Para el caso de los demás funcionarios judiciales no se 
requerirá dicha declaración previa. 
 
De manera excepcional, en los procesos en los que no sea posible declarar de manera 
previa el error inexcusable a través de los recursos correspondientes, el justiciable 
presentará una solicitud para que sea conocida y resuelta por la o el juez superior en el 
término de treinta días. 
 
En el caso de las actuaciones y resoluciones de los jueces de la Corte Nacional de 
Justicia, lo conocerá y resolverá la o el Presidente de dicha Corte en el término previsto 
en el inciso anterior. 
 




Artículo 8.- Agregase después del artículo 109, el siguiente artículo: 
 
“Artículo 109.A.- Efectos de la declaración del error inexcusable. – La resolución del 
Consejo de la Judicatura en la que se declare la existencia de error inexcusable no afecta 
lo resuelto jurisdiccionalmente, puesto que esta solo involucra la responsabilidad 
administrativa del servidor judicial” 
 
Artículo 9.- Agregase después del artículo 114, el siguiente artículo: 
 
Artículo 114. A.- Audiencia.– Cuando el sumario se haya iniciado por error 
inexcusable, por petición de (sic) sumariado se realizará una audiencia pública, en 




Como se observa, precisamente lo que persigue la propuesta de reforma es, en 
efecto, determinar y enfocar con mayor detalle la figura del error inexcusable, pero 
también pretende adecuar la norma a los criterios ya vertidos en los sumarios 
administrativos por parte del Consejo de la Judicatura. Cabe advertir en todo caso que, 
esta reforma –lamentablemente– no evita la revisión de la actividad jurisdiccional. 
Las propuestas de reforma antes indicadas son bienvenidas, pues tienden a dar 
una mejor comprensión y claridad sobre el tema, al delimitar los elementos del error 
inexcusable; no obstante, en el fondo no implica un cambio trascendental.  
Las posibles reformas no implican un cambio profundo en el análisis, ya que 
mantiene al error inexcusable como una equivocación crasa de derecho que, de acuerdo 
a lo que se desarrolla dentro del mismo artículo 5 de la Ley Reformatoria mencionada, 
consiste en separarse de toda interpretación admisible e imposible de justificar 
jurídicamente de acuerdo con las reglas de la lógica y la argumentación jurídica, pues 
conforme se ha señalado en este estudio, se encuentra fuera de la esfera de competencia 
del órgano administrativo por tratarse de interpretación de normas jurídicas, valoración 
de pruebas y otros elementos netamente jurisdiccionales, conforme lo establece el 
artículo 115 del COFJ.  
En este caso podría considerarse una salvedad que se constituiría siempre y 
cuando el error de derecho se lo cometa sobre una norma de la cual no quepa la 
posibilidad de más de una interpretación, caso contrario se correría el riesgo de imponer 
criterios. 
En el caso de la determinación del error inexcusable para los jueces, la reforma 
pretende añadir un requisito de procedibilidad: la declaratoria previa de un juez 
superior. Esto refuerza la tesis en la que solo un juez de alzada o de corte de cierre 




puede determinar la existencia del error inexcusable, tal como lo determina el artículo 
131 numeral 3 del COFJ. A más de ello, se establece que en caso de no poderse 
determinar el error inexcusable en virtud de los diversos recursos, el justiciable pueda 
presentar una solicitud para que el superior pueda resolver si existe o no error 
inexcusable en el término de treinta días. 
Dadas así las cosas, entenderíamos que ahora los tribunales de alzada, a más de 
dedicarse a resolver los casos concretos –fáciles o difíciles- puestos a su conocimiento, 
también tendrán la delicada y compleja función de determinar si los jueces, cuyas 
decisiones han sido recurridas mediante un recurso, han adecuado su conducta a los 
requisitos necesarios para que se configure el error inexcusable. 
A más de eso, se instituye una especie de juez de jueces, desconociendo si las 
decisiones –falibles- son o no vinculantes para el órgano administrativo de la Función 
Judicial quien, finalmente terminará sancionado el error inexcusable. 
Se indica en la propuesta de reforma que, de manera excepcional y solamente 
cuando no se pueda determinar de forma previa el error inexcusable mediante los 
recursos procesales, el justiciable presentará una solicitud para que sea conocida y 
resuelta por el juez superior dentro del término de treinta días.  
Es necesario se precise el objeto de dicha petición excepcional, pues no se 
establece un tiempo para su presentación; tampoco se establece ante quién debe ser 
presentada dicha solicitud, ni cómo debería conformarse el Tribunal o el Juez superior; 
tampoco se determina si se le otorga al acusado la posibilidad de ejercer su derecho a la 
defensa o si se resuelve en mérito de los autos y en caso de ser este último supuesto, 
cómo el Juez superior determina la confluencia de requisitos para determinar el error 
inexcusable como la carga procesal, si se cometió por primera ocasión o si es una 
conducta reiterada, si el error incurrido se debe a factores internos o externos, entre 
otros. 
Si bien el artículo 9 de la Ley Reformatoria contempla la posibilidad de una 
audiencia, esta queda limitada únicamente para que lo pueda requerir el sumariado, es 
decir, dentro del procedimiento administrativo.  
Ahora bien, por razones de debido proceso, derecho a la defensa, dedicación 
exclusiva al caso que deben resolver, requisitos de procedencia del error inexcusable y a 
causa de la diversidad de criterio, tampoco es conveniente que los tribunales de alzada 




sean quienes declaren –en último término– la existencia de error inexcusable para que 
posteriormente sea juzgado por el órgano administrativo. 
Si existiese la posibilidad de reformar esta figura, a fin de evitar una afección al 
principio de independencia judicial, se debería atribuir la determinación del error 
inexcusable a un tribunal colegiado jurisdiccional que debería ser designado por el más 
alto órgano de cierre de la justicia ordinaria, en este caso, la Corte Nacional de Justicia, 
en donde el Consejo de la Judicatura, como órgano de control, sea participe en ejercicio 
de sus facultades de inspectoría pudiendo, a través de dicho órgano, presentarse las 
acusaciones correspondientes para que dicho tribunal colegiado jurisdiccional, 
determinado por ley, previo al debido proceso, determine la existencia o no del error 
inexcusable; sin embargo, aquello implicaría una reforma constitucional. 
Eventualmente, ante la posibilidad del cometimiento de errores graves por parte de los 
administradores de justicia, vía reforma legal, se podría tomar una serie de correctivos, 
como en el caso es que los jueces superiores remitan declaren la incorrección y remitan 
un informe a la Unidad de Talento Humano para que procedan con la evaluación 
correspondiente.  
Dada la trascendencia de la forma como se ha venido aplicando la figura del 
error inexcusable, en una eventual reforma, debería analizarse –tal como lo está 
realizando el actual Consejo de la Judicatura de Transición- la posibilidad de conformar 
la facultad de revisión de los expedientes y valore la posibilidad de disponer la 
restitución a los cargos de los funcionarios judiciales destituidos o, en su defecto, la 
compensación por la ilegal remoción con la consecuente declaratoria de repetición por 
los daños ocasionados en contra de los funcionarios que provocaron los mismos, 
aplicando lo que establece el artículo 11, numeral 9, de la CRE. 
Además, en aplicación del principio de legalidad, debería configurarse el error 
inexcusable como un desacierto o equivoco injustificable, irrazonable e ilógico de un 
mandato normativo que tiene una sola interpretación o hecho claro e inconfundible que 
no es susceptible de subsumirse mediante interpretaciones racionales; por lo tanto, para 
que exista error inexcusable se deberían verificar los requisitos contemplados en las 
páginas 27 y 28 del presente estudio. 
En conclusión, el presente estudio se enfoca y sustenta en tres propuestas 
finales:  




La primera que tiene que ver con una reforma normativa, la segunda que tiene 
relación en cuanto la competencia del órgano para la determinación del error 
inexcusable y la tercera que tiene que ver con la modificación de la sanción.  
En cuanto a la reforma normativa, es cierto que actualmente se encuentra en 
trámite -con informe para segundo debate- ante el Pleno de la Asamblea Nacional el 
proyecto de ley que pretende modificar la conceptualización del error inexcusable y 
darle una mayor precisión, pues como hemos podido observar -a través del presente 
estudio- el error inexcusable finalmente tiene una calificación valorativa, pretendiendo 
con la reforma antes enunciada, darle un contenido normativo y precisar su concepto y 
elementos; así, el mencionado proyecto establece al error inexcusable como “la notoria 
ineptitud o descuido del servidor judicial, quién al momento de cumplir sus funciones 
inobserva un mandato legal expreso, cometiendo una equivocación crasa de derecho, al 
separarse de toda interpretación admisible e imposible de justificar jurídicamente de 
acuerdo con las reglas de la lógica y la argumentación jurídica” 
Si bien, este proyecto pretende dar una definición más precisa, existen ciertas 
puntualizaciones que se deben realizar: nuevamente se hace referencia a una 
equivocación de derecho, dejando de lado las equivocaciones que se puedan cometer 
sobre los hechos; ahora bien, al tratarse de errores de derecho, el análisis del órgano 
administrativo, en cuanto a este tipo de errores se encuentran excluidas por disposición 
expresa del artículo 115 del COFJ, claro que en el mismo proyecto se prevé la 
posibilidad que, para el caso de los jueces, estos errores sean declarados previamente 
por un juez superior, lo cual conlleva otras interrogantes: ¿los jueces superiores se 
convertirían en juez de jueces?, ¿los jueces superiores son infalibles?, ¿los criterios son 
vinculantes?, ¿qué recurso se puede interponer ante la decisión que adopte el juez 
superior?, ¿existen las debidas garantías para que el juez acusado pueda presentar su 
descargo ante los jueces superiores?. 
Estas reformas normativas son positivas, pues introducen conceptos más claros 
para poder entender de forma más adecuada la concepción del error inexcusable, sus 
elementos y alcances, e incluso establecen la posibilidad, en lo referente a los jueces, 
que exista una declaración judicial previa, aun así, estas reformas dejan algunos vacíos 
en cuanto al debido proceso.  
Referente a la competencia del órgano, la ley reformatoria anteriormente descrita 
determina la viabilidad del error inexcusable, para el caso de los jueces, previa 




declaración judicial por un juez superior; no obstante, el procedimiento se continúa 
instituyendo ante el órgano administrativo, pues la declaración judicial previa se lo 
concibe como un requisito de admisibilidad, ya que la reforma establece que dicho juez 
superior “remitirá dicha declaración al Consejo de la Judicatura para que en uso de sus 
atribuciones constitucionales y legales proceda con el trámite administrativo 
correspondiente, garantizando los derechos constitucionales de los servidores 
judiciales”. 
En cuanto a la competencia, si bien es loable el trabajo de pretender establecer 
un requisito previo de admisibilidad, a través de una declaratoria judicial previa, esto no 
es suficiente a efectos de garantizar el cumplimiento de las mínimas garantías 
constitucionales, tanto del debido proceso, como el resguardo de la independencia 
judicial, pues finalmente, quien terminará decidiendo si ha existido o no error 
inexcusable será el mismo órgano administrativo de la Función Judicial.  
A mi criterio, creo necesario re institucionalizar a la administración de justicia 
vía reforma constitucional, impidiendo el ejercicio de la potestad del órgano 
administrativo para determinar el error inexcusable e incluso otras figuras que para su 
aplicación implican la vulneración de la independencia judicial, como en este último 
caso es la sanción establecida en el artículo 108 numeral 8 del COFJ. La reforma 
constitucional propuesta consiste en la atribución al Pleno de la Corte Nacional de 
Justicia, tal símil sucede en el caso de Costa Rica, para determinar los errores de los 
demás jueces, en el cual, el Consejo de la Judicatura actúe en un rol de inspectoría y 
control con facultad para presentar denuncias de las irregularidades cometidas por los 
funcionarios (en los casos previstos para el error inexcusable y el haber violado 
derechos fundamentales establecidos en los artículos 75, 76 y 77 de la CRE) y, a través 
de un debido proceso, dicho órgano colegiado, integrado por los jueces de la más alta 
corte de cierre, con las dos terceras partes de sus miembros pueda adoptar la decisión 
que corresponda. 
Si bien, el juez no puede administrar justicia de forma arbitraria y anárquica, 
existen otros mecanismos para evaluar el desempeño de los funcionarios judiciales: uno 
de ellos sería a través de la Unidad de Recursos Humanos, pues es evidente que si a un 
operador de justicia se equivoca constantemente en sus decisiones, mediante los 
tribunales de alzada se puede detectar dichas falencias, a efectos que se proceda con los 
correctivos necesarios.  




Finalmente, en cuanto a la modificación de la sanción, debe aprovecharse la 
oportunidad para que, realizando un análisis constitucional, sistemático y contextual de 
nuestro ordenamiento jurídico se pueda concluir que la sanción de destitución, tal cual 
como actualmente se encuentra concebida es una medida muy drástica e incluso pugna 
con lo que establece el artículo 76 numeral 5 de la CRE, en la cual se establece como 
garantía que: “En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aun cuando su 
promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que 
contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora” 
Esto, por cuanto es evidente que el COFJ contempla dos tipos de sanciones para 
conductas que, se podría decir, tienen símiles circunstancias; la primera de ellas es la 
causal descrita en el numeral 8 del artículo 108 del COFJ y la segunda la contempladas 
en el numeral 7 del artículo 109 del COFJ, en el primero de ellos se describe, como 
causal de suspensión, el no haber fundamentado debidamente sus actos administrativos, 
resoluciones o sentencias, según corresponda, o en general en la substanciación y 
resolución de las causas, haber violado los derechos y garantías constitucionales en la 
forma prevista  en los artículos 75, 76 y 77 de la Constitución de la República, mientras 
que en el segundo artículo antes enunciado, se establece como causal de destitución el 
intervenir en las causas que debe actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, 
manifiesta negligencia o error inexcusable.  
Ahora bien, el actuar con error inexcusable también implica el vulnerar los 
derechos y garantías contempladas en los artículos 75, 76 y 77 de la CRE, pues las 
garantías contempladas en dichas normas constituciones son pilares fundamentales del 
estado constitucional de derechos y del debido proceso, pues finalmente si concebimos 
al error inexcusable como un error craso que demuestra ignorancia supina al momento 
de aplicar una determinada norma expresa, el quebrantamiento de dicha norma implica 
también el vulnerar las garantías constitucionales anteriormente señaladas. 
Como lo señala Cristina Víquez Cerdas178, la sola posibilidad que vía régimen 
disciplinario se puedan revisar actuaciones jurisdiccionales implica una violación a la 
independencia judicial; más aun cuando si dicha revisión implica la destitución del juez, 
defensor público o fiscal. 
                                                     
178 Víquez Cerda, “La independencia judicial y su relación con la responsabilidad disciplinaria y civil del 
juez”, en Justicia, libertad y derechos humanos: ensayos en homenaje a Rodolfo E. Piza Escalante, 1191. 




Es por ello que, ante la posibilidad que el órgano administrativo mediante sus 
resoluciones pueda, a más de causar mella en la independencia judicial, tratar de 
imponer sus criterios en la administración de justicia, es necesario plantear la 
modificación de la sanción que debe ser la de suspensión, lo cual incluso implicará que, 








































































• Los seres humanos somos perfectibles y por más dominio de conocimientos que se 
tenga, por nuestra naturaleza, somos propensos a producir errores en nuestras 
actividades, los cuales pueden ser directa o indirectamente causados sobre una 
situación en concreto. Cicerón consideraba que todos los hombres pueden 
equivocarse, pero sólo un insensato puede perseverar en el error (cuiusvis hominis 
est errae: nullius nisi insipientis, in errore perseverare);179 en efecto, errar es 
propio de cualquier persona, dado que no somos ajenos a cometer equivocaciones 
en cualquier actuación. Este tipo de errores pueden ser palmarios y evidentes, en 
mayor o menor grado, por causas directas o indirectas, culpables o negligentes.  
 
• Al ser el error inexcusable un concepto normativo indeterminado debería 
reformarse la norma que lo contempla y dotarlo de características y especificidades 
para, de esa forma, evitar cualquier interpretación arbitraria. 
 
• La competencia respecto de la determinación del error inexcusable debería 
asignarse por ley a un tribunal colegiado jurisdiccional que debería ser determinado 
por el más alto órgano de cierre de la justicia ordinaria, en este caso, la Corte 
Nacional de Justicia, en donde el Consejo de la Judicatura, como órgano de control, 
sea partícipe en ejercicio de sus facultades de inspectoría pudiendo, a través de 
dicho órgano, presentarse las acusaciones correspondientes para que dicho tribunal 
colegiado jurisdiccional previo el debido proceso, determine la existencia o no de 
error inexcusable. 
 
• Para evitar la propensión a cometer errores, debe instruirse a los operadores de 
justicia con cursos permanentes de formación lógica, conocimiento de la realidad 
jurídica, conocimiento de lenguaje, capacitación continua, entre otros. 
 
                                                     
179 Marco Tulio Cicerón, Filípicas (Barcelona: Planeta S.A., 1994), 179. 




• Debería promoverse un sistema con jueces especializados y evitar los jueces 
multicompetentes, ya que debido a la amplitud del conocimiento que se requiere, 
estos últimos tienen mayor propensión a cometer errores. 
 
• Debido a su propia naturaleza, el error, una vez identificado, puede ser corregido. 
En razón de ello, el legislador ha previsto una serie de mecanismos legales para la 
corrección de los errores en los que se puede incurrir. Al hablar de la 
administración de justicia, esta corrección se la realiza mediante los recursos y 
demás medios de impugnación que ofrece el sistema judicial. 
 
• Si el Consejo de la Judicatura ha configurado al error inexcusable como un acto 
jurisdiccional que contraría un mandato normativo claro e inequívoco, y si nos 
referimos a una actividad eminentemente jurisdiccional como es la sentencia, 
estaríamos frente a una infracción grave, por lo que, en aplicación del principio de 
favorabilidad contenido en el artículo 76 numeral 5 de la CRE, debe aplicársele la 
sanción contenida en el artículo 108 numeral 8 del COFJ que es menos gravosa que 
la destitución.  
 
• El problema de la independencia judicial, más que un problema normativo es un 
problema práctico y estructural; tenemos normas que prohíben y sancionan la 
vulneración de la independencia judicial, más aún hemos sido testigos presencial 
que esta puede ser abiertamente trasgredida si el poder toma el control de todo el 
Estado (a final de cuentas, la Constitución nace para proteger a los ciudadanos del 
abuso del poder y no al contrario). Es un problema práctico y estructural porque 
depende de la moral de los jueces y de la falta de un adecuada institucionalidad, así 
como de los procedimientos de cooptación y preparación de jueces, y de los 
diferentes servidores judiciales; si bien el error inexcusable es un óbice para el 
ejercicio de una adecuada administración de justicia por el temor que esta figura 
infunde a la administración de justicia en general, tampoco puede concluirse 
ciegamente que la función judicial es un poder anárquico que puede resolver 
asuntos relativos a la justicia sin tener responsabilidad por sus actuaciones. 
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